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Resumen 
La presente investigación se titula “Análisis de la prescripción tributaria y la 
seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N° 1421”, tuvo como 
objetivo general analizar como la prescripción tributaria incide en la seguridad 
jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, y como objetivos específicos 
determinar de qué manera la modificación del término del cómputo de la 
prescripción tributaria incide en el principio de legalidad bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421 y explicar cómo la aplicación del principio de irretroactividad 
incide en la Administración Tributaria bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421. 
La metodología aplicada en el estudio fue de enfoque cualitativo y de tipo básico, 
utilizando el diseño de teoría fundamentada – diseño sistemático. Asimismo, se 
empleó como instrumentos de recolección de información la Guía de entrevista y la 
Guía de análisis documental. 
Finalmente, se concluyó que la regulación de la prescripción tributaria incide 
negativamente en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo 
N°1421, debido a la falta de unificación de los criterios para establecer el término 
inicial del cómputo de la prescripción durante el transcurso de los años y la 
inadecuada incorporación de la teoría de la actio nata. 
Palabras clave: prescripción tributaria, seguridad jurídica, actio nata, principio de 
irretroactividad, principio de legalidad. 
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Abstract 
The present research is entitled "Analysis of the tax prescription and legal security 
under the framework of Legislative Decree No. 1421", its general objective was to 
analyze how the tax prescription affects legal security under the framework of 
Legislative Decree No. 1421, and as specific objectives to determine how the 
principle of legality influences the modification of the term of the calculation of the 
tax prescription under the framework of Legislative Decree No. 1421 and to explain 
how the application of the principle of non-retroactivity affects the Tax Administration 
under the framework of Legislative Decree No. 1421. 
The methodology applied in the study was of a qualitative and basic approach, using 
grounded theory design - systematic design. Likewise, the Interview Guide and the 
Document Analysis Guide were used as information gathering instruments. 
Finally, it was concluded that the regulation of the tax prescription has a negative 
impact on legal certainty under the framework of Legislative Decree No. 1421, due 
to the lack of unification of the criteria to establish the initial term of the statute of 
limitations and the inadequate incorporation of the theory of actio nata. 
Keywords: tax prescription, legal certainty, actio nata, principle of non-retroactivity, 
principle of legality. 
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I. INTRODUCCIÓN 
La realidad problemática del presente trabajo de investigación surge con la 
Primera Disposición Complementaria Transitoria del Decreto Legislativo N°1421, 
publicado el 12 de setiembre de 2018 (en adelante, PDCT del D.L. 1421), que 
modifica el Texto Único Ordenado del Código Tributario (en adelante, TUO del CT) 
estableciendo que el inciso 7 del artículo 44, será aplicable a cómputos de 
prescripción iniciados antes del 28 de setiembre de 2012 tratándose de 
procedimientos en trámite o pendientes de Resolución de Determinación o 
Resolución de Multa. 
En tal contexto, dicha disposición genero dos posturas contrarias respecto a su 
aplicación, por una parte, señalaban que se pretendía aplicar retroactivamente el 
Decreto Legislativo N°1113, que entró en vigencia a partir del 28 de setiembre del 
2012 (en adelante, D.L. 1113), el cual incorpora el inciso 7 al art. 44 del TUO del 
CT, derogando así la notificación de la Resolución de Determinación (en adelante, 
RD) y la Resolución de Multa (en adelante, RM) como causal de interrupción y 
traspasándolas como un supuesto de inicio de prescripción sobre la acción de cobro 
de la Administración Tributaria, por lo que, se interpretó que la RD y la RM ya no 
podrían generar un nuevo inicio ha cómputos de prescripción iniciados antes del 28 
de setiembre de 2012 y tampoco podrían interrumpir el plazo de prescripción porque 
dicha causal estaba derogada. Sin embargo, otra posición indico que, hasta que la 
RD y la RM no haya sido notificadas no se habría iniciado ningún plazo de 
prescripción sobre la acción de la Administración Tributaria de exigir el pago de la 
deuda, señalando que el plazo de prescripción sobre las facultades de la 
Administración Tributaria se iniciaba de manera independiente y no simultánea. 
Ante esta controversia, el Colegio de Abogados de La Libertad presento con 
fecha 05 de febrero de 2019, la demanda de inconstitucionalidad de la PDCT del 
D.L. 1421 ante el Tribunal Constitucional, alegando la vulneración de la regulación 
constitucional de la delegación de facultades legislativas, el principio de 
irretroactividad de las normas y la seguridad jurídica. 
A raíz de la controversia señalada en el párrafo precedente, se inició la 
investigación con el propósito de analizar si la PDCT del D.L. 1421 estaría 
afectando la seguridad jurídica, estando que, durante el proceso de investigación 
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el Tribunal Constitucional emitió la Sentencia N°556/2020, de fecha 02 de octubre 
de 2020, declarando infundada la demanda y reafirmando la constitucionalidad de 
la PDCT del D.L. 1421, dicha sentencia produjo una serie de cuestionamientos por 
parte de los especialistas en materia tributaria, al no haberse realizado 
debidamente un análisis a la institución de la prescripción tributaria, la vulneración 
al principio de irretroactividad y las facultades delegadas al Poder Ejecutivo. 
Ante lo expuesto, el problema general se formula de la siguiente manera: 
¿Cómo la prescripción tributaria incide en la seguridad jurídica bajo el marco del 
Decreto Legislativo N°1421? Asimismo, como primer problema específico: ¿De 
qué manera la modificación del término del cómputo de la prescripción tributaria 
incide en el principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421? y 
como segundo problema específico: ¿Cómo la aplicación del principio de 
irretroactividad incide en la Administración Tributaria bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421? 
La justificación de la presente investigación radica en analizar si hay una 
posible vulneración a la prescripción tributaria y la seguridad jurídica bajo el marco 
del Decreto Legislativo N°1421. Asimismo, debo recalcar que con esta investigación 
no se pretende amparar a los deudores tributarios que de por sí tienen la 
responsabilidad de cumplir con sus obligaciones tributarias, sino, de determinar si 
el Estado hizo un abuso de su potestad tributaria con la finalidad de no perder la 
recaudación, menoscabando derechos y principios recogidos en la Constitución 
Política del Perú y la estabilidad jurídica. 
Asimismo, nos apoyamos en una justificación práctica, aportando de esta 
manera si realmente la PDCT del D.L. 1421 debería aplicarse o no a cómputos de 
prescripción iniciados antes del 28 de setiembre del 2012 y si es necesaria una 
mejor regulación de la prescripción en el sistema tributario. 
En cuanto a la justificación teórica, se busca llevar a una reflexión sobre el 
tratamiento de la prescripción tributaria y los principios recogidos en la Constitución 
Política del Perú, en base a una revisión literaria de informes, investigaciones y 
entrevistas con especialistas a nivel nacional e internacional con conocimiento en 
el tema de estudio. 
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Por último, la justificación metodológica de este trabajo de investigación se 
apoya a través de documentos de fuentes confiables e instrumentos de recolección 
de datos aplicados a especialistas con conocimiento en el tema de estudio, 
recolectando así información verídica y confiable. 
En tal sentido, se ha plantea como objetivo general: Analizar como la 
prescripción tributaria incide en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421. Asimismo, tenemos como primer objetivo específico: 
Determinar de qué manera la modificación del término del cómputo de la 
prescripción tributaria incide en el principio de legalidad bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421 y como segundo objetivo específico: Explicar cómo la 
aplicación del principio de irretroactividad incide en la Administración Tributaria bajo 
el marco del Decreto Legislativo N°1421. 
Continuando, tenemos como supuesto jurídico general que: La prescripción 
tributaria incide negativamente en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421, debido a la falta de unificación de criterios y regulación 
deficiente de la prescripción en el sistema tributario. Asimismo, como primer 
supuesto jurídico específico que: La modificación del término del cómputo de la 
prescripción tributaria incide negativamente en el principio de legalidad bajo el 
marco del Decreto Legislativo N°1421, debido a que Poder Ejecutivo no contaba 
con las facultades para modificar el término del cómputo de la prescripción tributaria 
transgrediendo así el principio de legalidad y como segundo supuesto jurídico 
específico: La aplicación del principio de irretroactividad incide considerablemente 
en la Administración Tributaria bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, toda 
vez que su incorrecta aplicación a favorecido indebidamente a la Administración 
Tributaria a fin de que esta pueda recaudar los tributos, generando así un grave 
perjuicio a la seguridad jurídica. 
II. MARCO TEÓRICO
Es importante destacar los antecedentes que han ido desarrollándose con relación 
al presente estudio, comprendiendo tesis, artículos de revistas científicas, libros, 
entre otros, tanto nacionales como internacionales. 
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Para empezar a nivel nacional tenemos a Durán y Arbieto (2020) en su artículo 
titulado “La prescripción de la acción de la administración tributaria para exigir el 
cobro de la deuda tributaria: ¿es inconstitucional el Decreto Legislativo 1421?” para 
la Revista Themis, manifestaron que mediante una interpretación sistemática del 
TUO del C.T, el plazo de prescripción de la SUNAT para exigir el pago de la deuda 
solo procede después de que se haya notificado la RD o RM, asimismo, indicaron 
que la PDCT aplica la teoría de los hechos cumplidos y no es una norma retroactiva, 
aun así en el supuesto de que hubiera una aplicación “retroactiva”, en base al test 
de ponderación entre el principio de igualdad y seguridad jurídica, la PDCT 
finalmente evita que un grupo de deudores tributarios obtengan un privilegio 
indebido. 
Por otra parte, Hernández (2020) en su informe titulado “Sobre la 
inconstitucionalidad de la Primera Disposición Complementaria y Final del Decreto 
Legislativo No. 1421” para la Revista digital “La cámara”, indica que la Primera 
Disposición Complementaria Transitoria atenta contra la seguridad jurídica de los 
contribuyentes, no siendo posible que ante la inactividad de la Administración 
Tributaria para ejercer debidamente sus facultades se justifique la aplicación ilegal 
y retroactiva de las normas tributarias, vulnerando directamente principios jurídicos 
recogidos en la Constitución. 
Cevasco y Dávila (2020) en su informe titulado “Sobre un desacuerdo jurídico 
tributario, acerca de la prescripción y la retroactividad de la PDCT del Dec. Leg. N° 
1421” para la Revista Análisis Tributario, realizaron una serie de análisis y 
cuestionamiento sobre los argumentos a favor de la PDCT del D.L. 1421 expuestos 
por los autores Durán y Arbieto coincidiendo en que, si bien podría modificarse un 
plazo aún no culminado, lo que no se podría hacer es dejarlo sin efecto como si no 
hubiera existido bajo el principio de irretroactividad y que en cuanto al test de 
ponderación, no se implica un trato desigual, sino una causa objetiva respecto al 
inicio del plazo de prescripción. 
Serrano (2020) en su artículo titulado “Constitucionalidad de la Primera 
Disposición Complementaria Transitoria del Dec. Leg. N°1421 en el Ordenamiento 
Tributario Peruano” para la revista Análisis Tributario, indica que esta disposición 
contribuye a conseguir una mayor seguridad jurídica, precisando que el inicio de la 
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prescripción no es autónomo, pues este sigue la misma suerte del plazo como 
conjunto, no se trata de una medida retroactiva debido a que no afecta 
prescripciones consumadas o de carácter interpretativo, ni incide sobre un hecho 
cumplido, tanto el D.L. 1113 y la PDCT del D.L. 1421 se aplican a las consecuencias 
de la relación jurídica entre el deudor y la Administración conforme al artículo 103 
de la Constitución. 
Por otra parte, en antecedentes a nivel internacional para Fuentes (2012) en 
su artículo titulado “Reflexiones sobre la seguridad jurídica en materia tributaria” 
para la Revista Impuestos de Colombia, indica que la seguridad jurídica no va en 
contra de las modificaciones, sino que asegura una relativa estabilidad, menciona 
además que existe una estrecha relación con los principios de legalidad, 
irretroactividad y del debido proceso, asimismo, concluye que al haber un cambio 
frecuente en la normativa ello amenaza la seguridad jurídica, así como, la duración 
indefinida de los procedimientos y la aplicación de criterios que no guardan 
coherencia al momento de definir el alcance de la ley. 
Para Sarmiento (2015) en su tesis titulada “La prescripción como modo de 
extinguir las obligaciones tributarias, dentro de la legislación ecuatoriana” para la 
Universidad de Cuenca, tuvo como objetivo establecer las consecuencias de la 
ejecución de la prescripción como modo de extinguir los créditos tributarios. El autor 
concluyó que la Administración Tributaria no puede exigir el cumplimiento de la 
obligación tributaria cuando dicha acción prescriba, porque al prescribir la 
obligación tributaria desaparece de la vida jurídica. Asimismo, señala que, la 
prescripción es el resultado de la falta de preocupación de los organismos o 
entidades de control. 
Garrido (2016) en su tesis titulada “La seguridad jurídica en la ley general 
tributaria. La prescripción de las obligaciones” para la Universidad de Jaén, tuvo 
como objetivo analizar el instituto jurídico de la prescripción. El autor concluyó que 
la prescripción se fundamenta en la seguridad jurídica, es decir, el contribuyente 
debe tener conocimiento en todo momento, de cuál es el derecho aplicable, su 
interpretación y alcance, así como las consecuencias y su sostenimiento en el 
tiempo. 
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Asimismo, Barreto (2014) en su tesis titulada “Análisis doctrinal y jurisprudencial 
de la prescripción tributaria y en particular de la del derecho de a liquidar” para la 
Universidad La Laguna tuvo como objetivo estudiar la institución jurídica de la 
prescripción en el ámbito del derecho tributario, concluyendo que la prescripción 
obedece a razones de seguridad jurídica y que se produce a consecuencia de la 
inactividad del acreedor en el plazo establecido por ley. 
Por otra parte, es importante mencionar las teorías y enfoques conceptuales 
sobre nuestras categorías y subcategorías, pues, ello contribuirá a desarrollar el 
presente estudio en base a conceptos claros y precisos que se encuentran 
recogidos en nuestra legislación. 
En ese sentido, tenemos como primera categoría: la prescripción tributaria, 
siendo una figura relevante en el derecho tributario y fundamental para el presente 
trabajo de investigación, al respecto Vidal (1985) citado en Garret (2015), sostuvo 
que la prescripción por su naturaleza jurídica, constituye un medio de defensa, es 
decir, el ordenamiento jurídico coloca a la prescripción como un medio de 
protección a fin de salvaguardar la seguridad jurídica, aceptando que el deudor 
tiene conocimiento que se encuentra favorecido con las reglas de la prescripción. 
Asimismo, la prescripción se diferencia entre la prescripción adquisitiva y la 
extintiva, en la primera se requiere la posesión de un determinado bien, 
encontrándose dentro de los derechos reales, mientras que en la segunda se 
requiere la inacción del titular del derecho, siendo aplicable no solo a los derechos 
reales, sino también a todo aquello que tenga naturaleza patrimonial (Vidal, 2009). 
Al respecto, la prescripción extintiva, no extingue ni el derecho ni la acción, sino que 
mediante vía de excepción o de acción, posibilita al deudor liberarse de la 
obligación, proporcionando así un derecho de defensa ante la pretensión de quien 
ha sido perjudicado (Valle, 2005). Asimismo, García indico que “la extinción de la 
obligación tributaria va ligada en este caso a la inactividad o al no uso de ciertas 
facultades o potestades” (2013, p.14). 
Por su parte, el Tribunal Fiscal emitió como precedente de observancia 
obligatoria la Resolución N° 09217-7-2007, señalando que la prescripción extintiva 
halla su fundamento en la seguridad jurídica, en el sentido, que una vez transcurrido 
7 
el plazo establecido la Administración ya no podrá ejercer algún acto, en ese 
sentido, busca que no se prolongue de manera indefinida aquellas situaciones en 
que se puedan afectar los intereses personales o patrimoniales del ciudadano. 
Para Robles (2018) la prescripción se fundamenta en la necesidad de constituir 
un plazo determinado a situaciones de incertidumbre no resueltas, teniendo una 
estrecha relación con el principio de certeza y seguridad jurídica, es así que, el 
sujeto que no acciono en el tiempo establecido no podrá hacer valer su derecho. 
En tal sentido, la prescripción tributaria determina la extinción de la acción, la cual 
se produce por la inacción del titular, en este caso por la Administración Tributaria, 
durante un determinado plazo establecido por ley, siendo estos dos elementos 
esenciales para su configuración (Huamaní, 2012). 
En nuestra legislación, si bien la prescripción no se encuentra regulada como un 
medio de extinción de la obligación tributaria, esta proporciona al deudor tributario 
la facultad de liberarse de la obligación tributaria ante la inacción de la 
Administración en un determinado tiempo, estableciendo así la seguridad y certeza 
de la normativa en las relaciones jurídicas. 
Como subcategoría tenemos al término del cómputo, dado que, es un 
elemento esencial para la configuración de la prescripción. Esquivel (2001) 
menciona que si bien la expresión “plazo y “termino” se encuentran relacionados 
por el transcurso del tiempo, ambos se distinguen en cuanto a sus conceptos y 
efectos jurídicos. Por una parte, el plazo es el periodo o lapso de tiempo en el que 
se va a realizar un acto determinado o producir un efecto jurídico, mientras que el 
término se refiere al inicio o finalización del plazo en un momento determinado en 
el tiempo. En esa misma línea, Fornos (1998) distingue el término del plazo, el 
primero se refiere a un momento determinado para ejecutar un acto y el segundo al 
espacio de tiempo establecido dentro del que se pueden llevar a cabo los actos. 
Los plazos y su computo son reglas para el orden público, que implican un orden 
social y de seguridad jurídica, de tal manera, conforme a lo antes mencionado el 
legislador a establecido los términos en cuanto a su interpretación y aplicación 
dentro de un marco legal, evitando así que los destinatarios puedan apartarse de 
lo dispuesto sobre el cómputo o su aplicación de los plazos (Pinilla, 2013). 
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Al respecto Vega (2012) señala que el término del plazo para que prescriba una 
acción, inicia con el nacimiento de la obligación y una vez que haya vencido la 
obligación tributaria da lugar al inicio del periodo de la prescripción liberatoria, 
recalca que el inicio de la prescripción empieza justo con el momento en que el 
crédito es exigible, es decir, no iniciara mientras no haya la posibilidad de la 
Administración de ejercer dicha acción. 
En ese sentido, el TUO del Código Tributario hace mención al “término” como el 
inicio de la prescripción que se empezara a computar conforme a los supuestos 
señalados en su artículo 44, siendo este uno de los elementos más importantes de 
la prescripción junto con el plazo. 
La segunda subcategoría del presente estudio es la Administración Tributaria, 
siendo la parte activa en la relación jurídica con el deudor tributario. Para Luna y 
Sánchez (1995) señalan que la importancia de la Administración Tributaria se 
sustenta en el estricto cumplimiento de las normas y demás disposiciones de 
carácter tributario, es decir, su razón de ser se justifica en que actué de una manera 
eficiente, eficaz, efectiva, estratégica y de economicidad. 
Por otra parte, se dice que al tener el Estado la potestad de crear, modificar, 
suprimir, derogar tributos, otorgar exoneraciones, beneficios o incentivos tributarios, 
es de vital importancia que existan entidades que administren los tributos, es decir, 
que estén especializadas en la recaudación, cobranza y fiscalización de los mismos 
(Robles, 2018). 
Asimismo, Alink y Van Kommer indican que: “es esencial que una 
Administración Tributaria lleve a cabo sus responsabilidades de manera que 
garantice el mayor grado de confianza pública en la eficiencia, integridad y justicia 
de la organización” (2011, p.100). 
En nuestro país, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria - SUNAT es la encarga de administrar los tributos, es por ello que, al estar 
facultada para determinar, recaudar, fiscalizar o sancionar debe de desempeñar 
sus funciones dentro del marco jurídico y de manera eficiente generando confianza 
a los contribuyentes. 
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Por otro lado, tenemos como segunda categoría: la seguridad jurídica, la cual 
engloba una serie de derechos y principios, Cerpa (2012) indica que la palabra 
seguridad proviene de securitas en latín, que deriva del adjetivo securus, lo cual 
significa estar seguros de algo y libre de cuidados. En tal sentido, el Estado al 
ejercer un poder político, jurídico y legislativo, no solo se encarga de emitir la 
normativa que regula la relaciones sino también tiene la obligación de procurar que 
el ejercicio de las facultades se desarrolle en base a una seguridad jurídica. 
Por su parte, el Tribunal Constitucional en la STC N°0016-2002-AI/TC señalo 
que la seguridad jurídica forma parte consubstancial del Estado Constitucional de 
Derecho, la predictibilidad de las conductas (en especial, las de los poderes 
públicos) frente a los supuestos previamente determinados por el Derecho, es la 
garantía que informa a todo el ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción 
de la arbitrariedad. 
Para Villegas (1994) la seguridad jurídica está compuesta principalmente por la 
confiabilidad, certeza e interdicción de la arbitrariedad. Fuentes (2012) señalo que 
la seguridad jurídica no solo implica las normas tributarias sino también las 
interpretaciones que realizan las autoridades administrativas o judiciales, es así que 
se vulnera la seguridad jurídica cuando hay un cambio abrupto en la interpretación 
de la normativa, más aún cuando dicha normativa agrava la situación de los 
contribuyentes y pretende aplicarse de manera retroactiva. 
Por otra parte, Taveira (2018) señala que antiguamente el derecho tenía como 
fin absoluto la seguridad jurídica, sin embargo, fue evolucionando a un concepto 
formal en el sistema jurídico, siendo en la actualidad reconocido como un derecho 
constitucional, la seguridad jurídica es sinónimo de garantía, suscitando una 
expectativa de confiabilidad en el ordenamiento, es decir, en base a ella se tiene 
certeza sobre la aplicación de una norma. 
Por lo tanto, la seguridad jurídica en materia tributaria prevé los efectos de las 
normas que crean, modifican o suprimen gravámenes, y de las normas que regulan 
la actuación de los contribuyentes y las autoridades. Asimismo, el principio 
constitucional de legalidad o reserva de ley, de irretroactividad y del debido proceso 
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se encuentran vinculados a la seguridad jurídica en el ámbito tributario (Fuentes, 
2012). 
Es así, que la seguridad jurídica garantiza que el Estado ejerza su potestad 
tributaria dentro de los parámetros establecidos por ley, generando confianza a los 
contribuyentes, es decir, que el contribuyente al observar el marco jurídico puede 
tener la certeza, seguridad y previsibilidad de su aplicación y sus efectos jurídicos, 
ello no implica que la normativa tributaria no pueda ser modificada, sino que, los 
contribuyentes no se vean perjudicados por modificatorias recurrentes que afecten 
la estabilidad. 
En consecuencia, de lo expuesto tenemos como primera subcategoría el 
principio de legalidad, reconocido en gran parte de los Estados de Derecho. El 
Tribunal Constitucional estableció como jurisprudencia en la Sentencia N° 02302- 
2003-AA/TC que el principio de legalidad en materia tributaria significa que el Poder 
Ejecutivo o el Poder Legislativo no solo ejerzan su potestad tributaria bajo las leyes 
sino fundamentalmente a lo que establece la Constitución. 
El principio de legalidad constituye en el Estado de Derecho una condición 
esencial en el que las acciones que pueda ejecutar el Estado se limiten al marco de 
legalidad con la finalidad de que no se produzcan arbitrariedades, asimismo este 
principio se encuentra inspirado en la seguridad jurídica (Peralta, 2015). 
En el ámbito constitucional tributario, el principio de legalidad está dirigido a que 
en un primer momento la potestad tributaria que ejerza el Estado este sometida a 
la Constitución Política y en segundo lugar bajo las leyes de la materia (Picón et al., 
2013). Asimismo, Lay (2015) sostiene que el principio de legalidad garantiza que el 
ejercicio de las entidades públicas con potestad tributaria se ciña a la Constitución, 
es decir, garantiza que los ciudadanos no se vean afectados por dichos órganos, 
en cuanto al incumplimiento de las normas constitucionales sobre la materia. 
El principio de legalidad en materia tributaria, puede ser entendido como aquel 
que garantiza un límite a la potestad tributaria del Estado, debiendo actuar 
respetando y cumpliendo lo establecido en la Constitución Política, de tal manera 
evita un exceso de las facultades otorgadas tanto en la regulación normativa o en 
las acciones que pueda realizar. 
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Asimismo, también tenemos como subcategoría el principio de 
irretroactividad, para los autores Romero, Grass y García (2013) su naturaleza 
jurídica radica de que en la mayoría de las circunstancias no se aplique una norma 
de manera retroactiva, en atención a preservar el orden público con la finalidad de 
que haya una estabilidad jurídica, sin embargo, no se trata de un principio absoluto 
debido a que, en determinadas circunstancias es permisible que una norma sea 
retroactiva cuando esta favorezca a los destinatarios y tenga por objeto el bien 
común. 
Por su parte, García (2019) considera que la retroactividad va en contra de la 
seguridad jurídica cuando afecte situaciones “cerradas” o “agotadas”, es decir, se 
genera una inseguridad cuando la norma retroactiva incida sobre actos, hechos o 
relaciones cerradas que afecten la confianza, de ahí que, se encuentra 
condicionada a las posibles alteraciones que pueda la norma perjudicar o no al 
contribuyente. 
Chávez (2009) manifiesta que la Constitución en su art. 103 regula al principio 
de irretroactividad como una garantía para los contribuyentes cuando se vean 
afectados frente a una ley tributaria dictada arbitrariamente y que es retroactiva, 
violando principios tributarios, originando inseguridad y desconfianza, 
excepcionalmente una norma puede ser retroactiva cuando no vaya en contra de 
los principios tributarios y que no empeore la situación del contribuyente. En un 
Estado de derecho las normas con efecto retroactivo violan la confianza legítima, 
pues al desarrollase una actividad económica bajo una legislación, no se puede 
aplicar una norma posterior debido a que no se podría haber previsto que la 
modificatoria alteraría una situación o hecho, afectando así la seguridad jurídica 
(Figueroa, 2015). 
En tal sentido, la Constitución Política comprende el principio de irretroactividad 
permitiendo que sea aplicada en el ámbito penal, ello debido a que, el aplicar una 
norma desfavorable a situaciones jurídicas anteriores a su vigencia afectarían la 
seguridad jurídica, en el ámbito tributario se debe tener cuidado al momento de 
legislar, ya que de ser retroactiva una norma no solo alteraría el marco jurídico sino 
también perjudicaría el patrimonio de los contribuyentes. 
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III. METODOLOGÍA
3.1. Tipo y diseño de investigación 
El presente trabajo de investigación empleo el tipo básico, para Rodríguez (2014) 
este tipo de investigación produce resultados que van a poder ser tomados como 
referencia de manera universal, es así que la investigación dependerá de las teorías 
y resultados que incidirán en la transformación del objeto de investigación. 
Respecto al diseño de investigación, se utilizó el diseño de teoría 
fundamentada, para Corbin y Strauss (2002) este diseño de investigación permite 
que a través de la recopilación de datos y del análisis surja una teoría o también 
puede darse el caso que el investigador inicie con una teoría preconcebida que 
tenga por finalidad aclarar y ampliar la teoría existente. Asimismo, dentro de la 
teoría fundamentada encontramos el diseño sistemático, para Valderrama (2012) 
este diseño se sustenta en una codificación abierta, en el que surgen categorías de 
la recolección de datos, de modo que, el investigador seleccione la categoría central 
y las relacione con las demás categorías y subcategorías, concluyendo así con un 
proceso de codificación axial. 
3.2. Categorías, Subcategorías y matriz de categorización 
La presente investigación comprende dos categorías y cuatro subcategorías, 
conforme se detalla en el presente gráfico: 
Gráfico N° 01: Esquema de categorías y subcategorías 
Nota: elaboración propia 
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3.3. Escenario de estudio 
Nuestro escenario de estudio abordo aquellas deudas tributarias tanto de las 
personas naturales o jurídicas que se generaron antes del 28 de setiembre de 2012 
y que se encontraban en trámite o pendientes de notificación de la Resolución de 
Determinación o Multa, por lo que, a través de especialistas con conocimiento en el 
tema de estudio se recolecto información respecto a sus posturas adoptadas en 
merito a la aplicación de la PDCT del D.L. 1421. 
3.4. Participantes 
Para la presente investigación se seleccionó a especialistas con conocimiento en 
el tema que se encontraron a favor y en contra de la aplicación de la PDCT del D.L. 
1421 y que mediante sus opiniones aportaron información relevante que permitió 
esclarecer la problemática en cuestión. 
Tabla N°01: Lista de entrevistados 








Abogado, Magister en Derecho 
Civil y Doctor en Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica 
del Perú y ex Rector de la 












Abogado y Magister en Derecho 
Civil de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú 
Catedrático y Socio 
Fundador del Estudio 











García Abogado y Doctor en Derecho 
de la Universidad Santiago de 
Compostela – España, ex 
presidente del Instituto 
Latinoamericano de Derecho 
Tributario 
Catedrático de Derecho 








Abogado de la Universidad de 
Lima, Magister en Derecho 
Tributario por la Pontificia 
Universidad Católica del Perú.; y 
egresado de la Maestría en 
Derecho Penal de la Universidad 












Abogada con Maestría en 
Derecho Empresa en la 
Pontificia Universidad Católica 
del Perú, Máster en Derecho 
Tributario y Política Fiscal en la 
Universidad de Lima 






Abogado por la Pontificia 
Universidad Católica del Perú, 
con Maestría en Derecho 
Tributario y Fiscalidad 
Internacional por la Universidad 
de San Martin de Porres y 




Catedrático de cursos 






Abogado por la Universidad 
Católica Santa María de 
Arequipa 
Socio coordinador del 









Contador Público Colegiado por 
la Universidad Nacional Mayor 
de San Marcos y con Maestría 
en Tributación por la Universidad 
del Callao 
Gerente General de 
Circulo Tributario 
E.I.R.L, Miembro del
Instituto Peruano de 
Investigación y 
Desarrollo Tributario – 
IPIDET y de la Academia 
Internacional de 





3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
Clavijo, Guerra y Yáñez (2014) indicaron que las técnicas permiten al investigador 
recolectar la información necesaria para tener conocimiento del tema estudiado y 
avanzar en el logro de los objetivos planteados en la investigación. 
Para la presente investigación se empleó como técnica la entrevista, la cual 
tiene por finalidad obtener respuestas a las interrogantes sobre un determinado 
tema mediante una comunicación verbal entre el investigador y el sujeto de estudio 
(López y Sandoval, 2016) y la técnica de análisis documental, esta dirigía a 
representar la forma y contenido de un documento primario, generando así 
documentos secundarios que tienen por finalidad identificar el contenido de los 
documentos primarios (Gavilán, 2009). 
Asimismo, en cuanto a los instrumentos se utilizó la guía de entrevista, la cual 
contiene una serie de preguntas que plantea el investigador con el objetivo de que 
cada una sea respondida por los participantes, sin incurrir en un formulario 
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estructurado (Taylor y Bogdan, 2006) y en la guía de análisis documental, se 
plasma información relevante producida una vez de realizada la búsqueda de 
información, es así que, al organizar la información es más sencillo concatenar las 
ideas sobre un tema (Castro, 2016). 
En ese sentido, es necesario mencionar que los instrumentos empleados para 
la recolección de información fueron certificados por tres expertos en la materia: 
Tabla N° 02: Validación de instrumento – Guía de entrevista 
Validación de Instrumento 
Instrumento Datos generales Cargo o Institución Porcentaje 
Guía de 
entrevista 
Carlos Alberto Urteaga 
Regal 
Docente UCV – 
Lima Norte 
95% 
Luca Aceto Docente UCV – 
Lima Norte 
95% 
José Carlos Gamarra 
Ramón 




Nota: elaboración propia 
3.6. Procedimiento 
El procedimiento para la investigación se inició con una revisión literaria a fin de 
comprender la problemática, ello a través de libros, artículos de revistas indexadas 
y jurisprudencias correspondientes a nuestras categorías y subcategorías. 
Posteriormente, con la guía de entrevista se recogió información de especialistas 
que tengan conocimiento de la problemática, así como también, se utilizó la guía 
de análisis documental comprendiendo documentación de relevancia jurídica y 
doctrinal. 
En consecuencia, los instrumentos empleados proporcionaron información 
fehaciente sobre el tema de estudio, pasando a ser analizados y contrastados con 
las preguntas y objetivos formulados al inicio de la investigación, formando los 
resultados parte de las conclusiones. 
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3.7. Rigor científico 
El desarrollo de la investigación se realizó en base a un rigor científico, a través de 
los criterios generales establecidos en el área de la metodología, como es el de la 
credibilidad, transferencia, imparcialidad, honradez, neutralidad y conformabilidad 
(Arias y Giraldo, 2011), asimismo, a través de la validación de los instrumentos se 
aseguró la calidad y veracidad del contenido de la información. 
3.8. Método de análisis de la información 
En nuestra investigación se empleó el método analítico – sintético, ya que ambos 
están dirigidos a un análisis profundo sobre una determinada problemática a fin de 
encontrar una respuesta, para Rodríguez y Pérez (2017) el método analítico – 
sintético son dos procesos distintos pero que se complementan unificándose, es así 
que el análisis es un procedimiento que posibilita descomponer mentalmente el 
objeto de estudio a fin de conocer cada parte que lo compone, mientras que la 
síntesis está dirigida a unir o combinar las partes que han sido analizadas y que al 
ser integradas en un todo van a dar como resultado el descubrimiento de las 
relaciones y características investigadas. 
3.9. Aspectos éticos 
El presente trabajo de investigación se realizó bajo los principios éticos que 
comprende el respeto a las personas, la beneficencia, la no maleficencia y la 
justicia. Al respecto, se ha desarrollado el estudio conforme a los lineamientos y el 
diseño de investigación cualitativa establecido por la Universidad César Vallejo. 
En cuanto a los derechos de autor, se ha cumplido con respetar lo establecido 
en el Decreto Legislativo N°822 – Ley sobre el Derecho de Autor, por lo que, las 
fuentes de información han sido citadas con sus respectivas referencias 
bibliográficas de acuerdo a las normas APA. Además, en cumplimiento de las 
normas anti plagio se empleó el software Turnitin. 
Asimismo, las entrevistas se llevaron a cabo con la autorización de cada uno de 
los participantes interesados en contribuir al tema de estudio de forma virtual, para 
ello se coordinó a través de correos electrónicos, llamadas telefónicas, mensajes 
vía Whatsapp y videoconferencias, aplicando con rigurosidad los métodos, técnicas 
e instrumentos de investigación a efectos de obtener información veraz y confiable. 
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN
En esta parte de la investigación, se empleó como instrumentos de recolección de 
información la guía de entrevista y la guía de análisis documental dirigidos a 
dilucidar el objetivo general y los objetivos específicos, logrando obtener los 
siguientes resultados: 
Respecto al objetivo general: analizar como la prescripción tributaria incide en 
la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N° 1421, se planteó como 
primera pregunta: ¿Considera que se está vulnerando la figura de la prescripción 
tributaria y la seguridad jurídica bajo el marco de la PDCT del Decreto Legislativo 
N° 1421? ¿Por qué? Los especialistas Córdova (2020), Carrillo (2020), Bahamonde 
(2020), García (2020) y Hernández (2020) manifestaron una opinión similar al 
señalar que efectivamente se está vulnerando la figura de la prescripción tributaria 
y la seguridad jurídica bajo dicha normativa, toda vez que se pretende aplicar la 
modificación del inicio del cómputo del plazo de prescripción a hechos que 
ocurrieron con anterioridad, es decir, a cómputos de prescripción que iniciaron 
antes de que la norma que modifica el inicio del plazo de prescripción entrara en 
vigencia, concluyendo que esta disposición es retroactiva. 
Por otra parte, para los especialistas Grandy (2020) y Nava (2020) no se estaría 
vulnerando la figura de la prescripción tributaria y la seguridad jurídica debido a que 
esta disposición fue necesaria para aclarar el inicio del cómputo de la prescripción, 
precisando que el Código Tributario y la jurisprudencia ya desde antes regulaba que 
la Administración Tributaria tenía cuatro años para determinar y cuatro años para 
exigir el cobro de la deuda, indicando además que una deuda no puede ser cobrada 
si previamente no ha sido determinada y que el contribuyente siempre tuvo pleno 
conocimiento que la notificación de una RD producía un nuevo inicio de plazo de 
prescripción, por lo que no hay una afectación a la seguridad jurídica. Por su parte, 
Correa (2020) menciono que la PDCT del D.L. 1421 es una norma deficientemente 
elaborada pero que comprende una norma correcta, que es el D.L. 1113, regulando 
así las relaciones jurídicas tributarias que comenzaron antes del 28 de setiembre 
de 2012 y que después de dicha fecha aún no habían cumplido el término final de 
la prescripción, es así que la ley se aplica a las consecuencias de 
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las relaciones y situaciones jurídicas existentes conforme al artículo 103 de la 
Constitución Política del Perú. 
En relación a la segunda pregunta del objetivo general: ¿En qué línea 
interpretativa del artículo 43 del TUO del Código Tributario se ubicaría usted sobre 
el inicio del plazo de prescripción; ¿es decir, considera que las facultades de la 
Administración Tributaria para determinar, exigir el pago y sancionar la deuda 
tributaria inician de manera simultánea o independientemente? Para Bahamonde 
(2020), Carrillo (2020) y Córdova (2020), el inicio del cómputo de la prescripción 
sobre las facultades de la Administración Tributaria para determinar, exigir el pago 
y sancionar la deuda tributaria se producían de manera simultánea hasta antes de 
la entrada en vigencia del D.L. 1113, es con esta última norma que la facultad de 
exigir el pago tiene un nuevo inicio de cómputo de prescripción, esto es, al día 
siguiente de la notificación de la RD o RM. En ese mismo sentido, Hernández (2020) 
agrego que antes la notificación de la RD o RM interrumpían el término prescriptorio 
para cobrar la deuda, de ahí que, era claramente una aceptación que bajo las 
normas anteriores el inicio del cómputo prescriptorio sobre las tres acciones 
empezaban al mismo tiempo, señalando así, que no se puede interrumpir algo que 
no se había iniciado. No obstante, García (2020) indico que este no es el punto de 
debate, porque ciertamente no se puede cobrar una deuda tributaria si antes no ha 
sido determinada, primero la Administración Tributaria fiscaliza, determina y luego 
cobra, en este caso se encuentra en pugna pretender diferenciar dos plazos 
distintos, creando un nuevo plazo y aplicando el nuevo dies a quo a situaciones 
generadas con anterioridad. 
No obstante, Para Grandy (2020) el plazo de prescripción sobre las facultades 
de la Administración Tributaria para determinar, exigir el pago y sancionar la deuda 
tributaria inician de manera independiente, indicando que ese era el planteamiento 
que tenía el Código Tributario antes de la promulgación del D.L. N°1113. Asimismo, 
Nava (2020) y Correa (2020) concordaron en sus respuestas, al haber señalado 
que se debe hacer una interpretación sistemática del TUO del Código Tributario, 
entendiéndose que existen dos determinaciones sucesivas de la deuda tributaria, 
la primera que realiza el contribuyente con su declaración y la segunda que realiza 
la Administración Tributaria, es así que, el plazo de prescripción que se computaría 
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desde un primer momento sería para la facultad de determinar y consecuentemente 
para la facultad de exigir el pago de la deuda, es a través del artículo 115 del TUO 
el C.T, la deuda para que sea exigible debe ser notificada con la RD o RM, se 
menciona además que en base a la teoría de la actio nata, los plazos de 
prescripción corren a partir de que se puedan ejercer las facultades, por lo que, el 
plazo de prescripción de exigir el cobro de la deuda tributaria comienza con la 
notificación de la RD o RM. 
En cuanto a la tercera pregunta del objetivo general: ¿Cree usted que la 
aplicación de la PDCT del Decreto Legislativo N° 1421 produce efectos negativos 
o positivos para el país? Los especialistas Bahamonde (2020) y Córdova (2020)
señalaron que, desde el punto de vista de la Administración Tributaria, la aplicación 
de la PDCT del D.L. N°1421 produce efectos positivos para el país a nivel de 
recaudación. Sin embargo, desde una perspectiva jurídica, produce efectos 
negativos al no haberse respetado el principio de seguridad jurídica, modificándose 
criterios jurisprudenciales, emitiéndose normas contrarias a la Constitución y que 
luego son validadas, afectando así la prevalencia del Estado de Derecho y el 
fomento a las inversiones, generando que a largo plazo se pierda confianza sobre 
la aplicación de la normativa para cualquier contribuyente. Por su parte, Hernández 
(2020) considero que produce efectos negativos, toda vez que viola la seguridad 
jurídica siendo perjudicial para un Estado de Derecho, señala además que no 
comparte el criterio del Tribunal Constitucional al haber declarado constitucional 
esta disposición. 
En cambio, García (2020) indico que no se trata de si la aplicación de la PDCT 
del D.L. 1421 produce efectos negativos o positivos para el país, se trata de si la 
norma es acorde o no con el orden constitucional, indicando que en este caso el 
Tribunal Constitucional es un ente negativo, debido a que, si esta disposición 
hubiese sido declarada inconstitucional habría sido expulsada del ordenamiento 
jurídico para todos. Por otra parte, Carrillo (2020) considero que la sentencia del 
Tribunal Constitucional que declaro constitucional la PDCT del D.L. 1421, si bien va 
a permitir que el Tribunal Fiscal analice los temas de fondo en los procedimientos, 
este fallo no generaría efectos positivos para el país, porque afecta la seguridad 
jurídica en el sentido de que se deja sin efecto un precedente de observancia 
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obligatoria del Tribunal Fiscal en el que se analizó precisamente la seguridad 
jurídica y porque se dijo que el problema en cuestión era la recaudación, priorizando 
el deber de contribuir por encima de la seguridad jurídica, cuando la seguridad 
jurídica es la garantía del Estado Constitucional. 
En oposición a ello, los especialistas Grandy (2020) y Nava (2020) manifestaron 
que la aplicación de la PDCT del D.L. 1421 produce efectos positivos para el país, 
ya que ha generado la estabilidad jurídica que se necesitaba, indicando que la 
sentencia del Tribunal Constitucional mantiene la seguridad jurídica al interpretar 
esta disposición y definir la figura de la prescripción respecto de las facultades de 
la Administración Tributaria. Por su parte, Correa (2020) señalo que la aplicación 
importante es el D.L. 1113 porque es esta norma la que comprende como antes se 
venía calculando la prescripción de la acción de cobro de la SUNAT y la sistemática 
integral del Código Tributario. 
Respecto a nuestro primer objetivo específico: determinar de qué manera la 
modificación del término del cómputo de la prescripción tributaria incide en el 
principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, se formuló 
como cuarta pregunta: ¿El Poder Ejecutivo tenía las facultades para modificar el 
inicio del plazo de prescripción? Los especialistas Córdova (2020), Bahamonde 
(2020), Carrillo (2020) y Hernández (2020) coincidieron en sus respuestas, al 
considerar que el Poder Ejecutivo no tenía las facultades para modificar el inicio del 
plazo de prescripción, debido a que no había una delegación expresa sobre la 
prescripción en la Ley autoritativa, Ley N°30823. Asimismo, Córdova (2020) 
menciono que el régimen de prescripción es una cosa distinta a lo que comprende 
los literales g y h de la ley autoritativa y prueba de ello es que se encuentra regulada 
en una disposición y no en el mismo cuerpo de la ley. Por otra parte, Bahamonde 
(2020) agrego que la delegación se refiere a normas vinculadas a procedimientos 
tributarios y no para la parte sustantiva, que es la facultad que tienen los 
contribuyentes de oponer la prescripción ante la inacción de la Administración 
Tributaria. 
Para García (2020) el Poder Ejecutivo actuó dentro de los márgenes 
constitucionales. Igualmente, los especialistas Correa (2020) y Grandy (2020) 
tienen una opinión similar, ya que, mediante la Ley N°30823, el Congreso otorgo 
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facultades al Poder Ejecutivo para legislar la figura de la prescripción tributaria a 
través del inciso g) acerca de contar con procedimientos tributarios más eficientes, 
considerando que la prescripción se solicita dentro de procedimientos tributarios y 
que era necesaria su regulación debido a la tesis sostenida por los deudores 
tributarios de que la prescripción de las facultades de la Administración Tributaria 
corrían en paralelo. En esa misma línea, Nava (2020) señalo que no se ha 
modificado el inicio del plazo de prescripción, precisando que dentro de los 
procedimientos tributarios se encuentran los de fiscalización, recaudación, 
sancionadores y coactivos, en tal sentido, partiendo del precedente de observancia 
obligatoria del Tribunal Fiscal, un procedimiento para determinar y exigir la deuda 
tributaria no va a ser eficiente si solo se le da a la Administración Tributaria un plazo 
de 4 años, era necesaria su regulación y así fue mediante el D.L. 1421. 
En relación a la quinta pregunta del primer objetivo específico: ¿Considera 
que la PDCT del Decreto Legislativo N°1421 permite contar con procedimientos 
tributarios más eficientes para fortalecer y optimizar la gestión del Tribunal Fiscal y 
la SUNAT? Bahamonde (2020), Carrillo (2020) y Córdova (2020) coincidieron en 
sus respuestas al indicar que desde un punto de vista la Administración Tributaria 
va a poder recaudar las deudas tributarias con una mejor celeridad procedimental, 
sin embargo, lo que se ha hecho es ampliar el plazo de prescripción sin considerar 
la afectación que ello produciría a la seguridad jurídica, evidenciando que en el Perú 
el fin justifica los medios yendo en contra del Estado de Derecho. Asimismo, García 
(2020) ha señalado que la eficiencia es la capacidad para hacer efectiva las normas 
tributarias, pero que no significa necesariamente recaudar el tributo en todas las 
situaciones, incluso en casos en que el tributo no sea exigible o no se puede exigir 
porque el tributo que se estaría exigiendo no es acorde con el ordenamiento. En 
ese sentido, agrega que, si bien la Administración Tributaria tuvo por objetivo 
aumentar su eficiencia en sus posibilidades del cobro de la deuda, considera que 
ello se está haciendo acosta de la seguridad jurídica. Por otra parte, Hernández 
(2020) indico que esta fue una de las facultades que la ley autoritativa delego al 
Poder Ejecutivo y que, con una interpretación amplia, se podría haber modificado 
todo el Código Tributario, por lo que, la ley autoritativa debe contener precisa y 
expresamente las facultades que se delegan. 
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Por su parte, Grandy (2020) indico que esta disposición permite contar 
procedimientos tributarios más eficientes, en el sentido, de que han quedado 
ordenados y claros los plazos para solicitar la prescripción. Asimismo, Nava (2020) 
señalo que efectivamente esta disposición va a permitir que la SUNAT y el Tribunal 
Fiscal analicen el tema de fondo y ya no tengan que debatir sobre la prescripción 
en los procedimientos en los que los deudores tributarios invocaban que la PDCT 
del D.L. 1421 era una norma retroactiva e inconstitucional, teniendo en cuenta que 
el Tribunal Constitucional ya ha confirmado que esta disposición es constitucional, 
es así que, la Administración Tributaria será más eficiente para organizar y 
administrar sus recursos a fin de ejercer sus facultades. 
Correa (2020) reitero que es el D.L1113, la norma correcta de interpretación del 
Código Tributario, precisando que no tiene sentido que la prescripción de 
fiscalización y de la acción de cobro de la SUNAT corran de manera paralela, pues 
va en contra de la teoría de la prescripción extintiva y de la propia estructura 
normativa del Código Tributario. 
Respecto a nuestro segundo objetivo específico: explicar cómo la aplicación 
del principio de irretroactividad incide en la Administración Tributaria bajo el marco 
del Decreto Legislativo N° 1421, se formuló como sexta pregunta: ¿Cree que lo 
dispuesto en la PDCT del Decreto Legislativo N°1421 se debe a que la 
Administración Tributaria no ejerció su facultad de exigir el pago de las deudas 
dentro del plazo de prescripción establecido? Ante esta pregunta Bahamonde 
(2020) indico que sí, agregando que en muchos casos la SUNAT emitía 
Resoluciones de Determinación sin motivación a fin de interrumpir el plazo de 
prescripción, notificando actos nulos, realizando procedimientos de fiscalización 
nulos, concluyendo que la razón de ello es para prorrogar el plazo de prescripción. 
Asimismo, Carrillo (2020) y García (2020) coincidieron en su opinión, pues debido 
al temor de la Administración Tributaria de no cobrar las deudas es que se promulga 
esta disposición a fin de tratar de que no prescriban y que a pesar de que el Tribunal 
Fiscal ya había emitido un precedente de observancia obligatoria acerca de la 
aplicación del D.L 1113, es el propio Ministerio de Economía y Finanza quien 
finalmente promueve la publicación del D.L. 1421 a fin de dejar sin efecto dicho 
precedente del órgano que forma parte de su entidad. En esa misma línea, Córdova 
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(2020) indico que todo el problema se genera porque la SUNAT pudiendo haber 
determinado y cobrado oportunamente, no lo hizo, menciona además que si bien 
ante una deuda que no está determinada no debería correr el plazo de prescripción, 
es a causa del propio legislador que se optó por un camino antitécnico, concluyendo 
que si la SUNAT hubiera determinado la deuda tributaria a tiempo habría 
interrumpido el plazo, pero no lo hizo. Por su parte, Hernández (2020) señalo que 
sin duda es lo que ha sucedido, si lo que se quiso era preservar el derecho de cobro 
de la Administración Tributaria, la solución era disponer la aplicación ultraactiva del 
primer inciso del artículo 45 del TUO del C.T, de esa manera la versión anterior 
seguiría aplicándose a las prescripciones iniciadas con anterioridad. 
Sin embargo, Nava (2020) manifestó que es todo lo contrario, pues, debido a 
que el Tribunal Fiscal mediante Resolución N°09789-4-2017 resolvió en el caso en 
concreto que la RD no interrumpía y que la Administración Tributaria se veía 
impedida de exigir el pago de la deuda, no tenía sentido fijar como criterio que la 
Administración Tributaria solo tenía cuatro años para determinar y exigir. Asimismo, 
preciso que se trata de que la Administración ejerza sus facultades diligentemente 
y por ende emita actos que interrumpan el plazo de prescripción dentro de los cuatro 
años. Del mismo modo, Grandy (2020) indico que la PDCT del D.L.1421 busca 
corregir el criterio del Tribunal Fiscal, debido a que se varió un criterio que ya existía 
a nivel jurisprudencial respecto a la aplicación de la prescripción y la interrupción. 
Igualmente, Correa (2020) señalo que el Tribunal Fiscal contradijo una larga 
sucesión de resoluciones anteriores donde adoptada un criterio contrario y 
desconociendo cómo se vino aplicando la prescripción a lo largo de los años, en 
relación al art. 1993 del Código Civil. 
En cuanto, a la séptima pregunta del segundo objetivo específico: ¿La PDCT 
del Decreto Legislativo N° 1421 es una ley interpretativa? ¿Por qué? Los 
especialistas Bahamonde (2020), Carrillo (2020), Córdova (2020), García (2020) y 
Hernández (2020) concordaron al responder que la PDCT del D.L 1421 no es una 
ley interpretativa sino una ley innovativa, considerando que el D.L. 1113 que 
modifico el inicio del cómputo de la prescripción sobre la facultad de la 
Administración Tributaria para exigir el pago de la deuda, era claro y regia a partir 
del 28 de setiembre de 2012 para hechos que nazcan con su entrada en vigencia, 
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por lo que, no requería de mayor interpretación. Sin embargo, el D.L. 1421 lo que 
ha hecho es disponer desde cuándo es que se aplicaría el D.L. 1113, es decir, para 
hechos surgidos con anterioridad. En oposición a ello, Grandy (2020) y Nava (2020) 
señalaron que la PDCT del D.L 1421 puede ser considerada como una ley 
interpretativa, ya que a través de dicha ley se tuvo por finalidad subsanar un vacío 
que se generó con la promulgación del D.L. 1113, de tal manera que, bajo los 
requisitos que estableció el Tribunal Constitucional para que una ley sea 
considerada como interpretativa, la PDCT del D.L. 1421 lo es, porque hace 
referencia al D.L. 1113 y segundo porque había una dualidad o múltiples 
interpretaciones de cómo se interpretaba el D.L. 1113. 
Por su parte Correa (2020) señalo que la PDCT del D.L. 1421 fue una norma 
innecesaria y elaborada deficientemente, bastando solamente lo establecido por el 
D.L. 1113, respecto al plazo de prescripción de la acción de cobro de la
Administración Tributaria. 
En cuanto a la octava pregunta del segundo objetivo específico: ¿Considera 
que la PDCT del Decreto Legislativo N°1421 es una norma retroactiva? ¿Por qué? 
Los especialistas Bahamonde (2020), Carrillo (2020), Córdova (2020), García 
(2020), Hernández (2020) coincidieron en su opinión al considerar que la PDCT del 
D.L 1421 es una norma retroactiva, debido a que modifica el inicio del cómputo de
la prescripción sobre la facultad para cobrar la deuda de la SUNAT, indicando que 
el inicio es un hecho cumplido en el pasado que no podía modificarse, ampliando 
así el plazo de prescripción respecto a un hecho que ya se agotó, que es el dies a 
quo o el momento de inicio del plazo. Carrillo (2020), agrego además que no es 
posible que esta disposición sea interpretativa, pasado seis años, podría 
considerarse así, si es que se hubiera indicado respecto al inciso 7 del artículo 44, 
como “interprétese que la facultad de cobranza va después que la determinación”, 
sin embargo, el D.L. 1421 ha intentado corregir la aplicación de este inciso y al 
hacerlo ha evidenciado un tratamiento retroactivo. Asimismo, Bahamonde (2020) 
menciona que de acuerdo al artículo 3 del Código Tributario, la obligación tributaria 
ya era exigible, no siendo necesaria la aplicación del artículo 115, ya que la 
exigibilidad a la que se refiere es en procedimientos de cobranza coactiva, en tal 
sentido, en los casos en que la deuda haya sido determina por el contribuyente 
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puede ser exigible o validada por SUNAT, concluyendo así, que SUNAT confunde 
la terminología de exigibilidad coactiva con la exigibilidad de la obligación tributaria. 
En oposición a lo anteriormente señalado, Nava (2020) indico que la PDCT del 
D.L.1421 lo que hace es precisar que las RD que se notifiquen después del 28 de
setiembre del 2012 tendrán que aplicar lo establecido en el D.L. 1113, no está 
aplicándolo a deudores tributarios que ya hayan sido notificados con la RD 
anteriormente, en base a la teoría de los hechos cumplidos se está aplicando a los 
efectos o consecuencias jurídicas de los hechos ocurrido anteriormente a la ley. Por 
su parte, Grandy (2020) reitero que en su opinión esta disposición no es retroactiva, 
pues busca anular el precedente de observancia obligatoria del Tribunal Fiscal. 
Asimismo, Correa (2020) señalo que la PDCT del D.L.1421 es deficiente y que 
prácticamente su contenido es el mismo al del D.L. 1113. 
En relación a la novena pregunta del segundo objetivo específico: ¿Cómo 
se configura la teoría de los hechos cumplidos en relación a la PDCT del Decreto 
Legislativo N° 1421? Los especialistas Bahamonde (2020), Córdova (2020) y 
García (2020) expresaron su desacuerdo con los fundamentos del Tribunal 
Constitucional, en el sentido de que hay un error de concepto en la defensa de la 
teoría de los hechos cumplidos, si bien la prescripción no puede ser divida como 
concepto, sus elementos si pueden ser modificados, es decir, el inicio, plazo y fin, 
por lo tanto, aplicando la teoría de los hechos cumplidos conforme al artículo 103 
de la Constitución Política del Perú que señala que la nueva ley se aplica a 
consecuencias de las relaciones y situaciones existente, es el momento inicial o el 
dies a quo del plazo de prescripción un hecho que se produjo en el pasado, que 
determino el cómputo y se agotó. En esa misma línea, Hernández (2020) indico que 
tanto el plazo prescriptorio y las causales de interrupción o de suspensión siempre 
son modificables mientras no termine el plazo porque no hay hecho cumplido, sin 
embargo, el inicio es un elemento perfectamente identificable y que se produce en 
un solo instante del tiempo y por lo tanto un hecho cumplido. Asimismo, Carrillo 
(2020) menciono que hay una distorsión de la teoría de los hechos cumplidos, 
debido a que el D.L. 1113 estableció un supuesto nuevo, el inciso 7 al artículo 44 
del C.T, por lo que, al no tener este supuesto regulado antes 
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no se podía aplicar con anterioridad, es decir, no tendría sentido regular algo que 
ya estaba claro. 
Nava (2020) indico que no se puede decir que el D.L. 1113 aplica solamente 
para hechos ocurridos con posterioridad a su vigencia, sino también a los efectos 
que puedan seguir produciéndose respecto a hechos anteriores, ya que la propia 
Constitución Política reconoce que las normas se aplican a los hechos que 
ocurrieron durante su vigencia y cuyas consecuencias jurídicas siguen dándose, es 
decir, la aplicación de la ley es inmediata. Asimismo, señalo que está de acuerdo 
en que literalmente esta disposición está mal redactada, pero que finalmente lo que 
hace con el D.L. 1113 es recoger lo que está en la realidad, considerando que no 
hay retroactividad, ni ningún problema de seguridad jurídica. Igualmente, Grandy 
(2020) manifestó que ante los supuestos en que el computo del plazo de 
prescripción de cobro se inició hasta el 01 de enero, se consideraba que el inicio 
resultaba un hecho cumplido en base al art. 44 del Código Tributario y que con las 
modificaciones del D.L.1113, es a partir del 28 de setiembre de 2020 (que es 
cuando entro en vigencia dicho decreto), que se daba inicio al plazo de prescripción 
de cobro, por lo que, la PDCT del D.L.1421, tiene como solución la correcta 
aplicación de la teoría de los hechos cumplidos ante las dudas que planteaba el 
D.L. 1113. Por su parte, Correa (2020) indico que la PDCT del D.L. 1421 es
perfectamente valida y el Tribunal Constitucional apoya la tesis de que el D.L. 1113 
deba ser aplicado desde el 28 de setiembre de 2012. 
Finalmente, respecto de la guía de análisis documental, se obtuvieron los 
siguientes resultados: 
En relación, al objetivo general: analizar como la prescripción tributaria incide 
en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421. 
Del análisis del la Resolución del Tribunal Fiscal N° 713-5-2000 se ha podido 
advertir que los miembros del Tribunal Fiscal buscaban darle un sentido y alcance 
a la prescripción tributaria, esa así que si bien la Resolución de Determinación, de 
Multa y la Orden de Pago se encontraban reguladas como causales de interrupción, 
estos actos no podían interrumpir el plazo de prescripción de la facultad de exigir el 
pago de la deuda, porque dicho plazo aún no se estaba computando, de tal manera, 
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que en primer lugar se computaría el término inicial de la prescripción tributaria de 
la facultad de determinar y seguidamente de la facultad de exigir el pago de la 
deuda. 
Asimismo, de la Resolución del Tribunal Fiscal N° 04638-1-2005 se advirtió en 
cuanto a la prescripción tributaria que, tratándose de deudas que han sido 
determinadas por la Administración Tributaria, será la Resolución de Determinación 
la que dará paso al término inicial del cómputo de prescripción de la acción de cobro 
de la Administración Tributaria, debido a que la Resolución de Determinación es el 
resultado de las acciones de verificación o fiscalización que realizo la 
Administración, es así que, la facultad de determinación se agota con la Resolución 
de Determinación, salvo cuando haya alguna revocación, modificación, sustitución 
o complementación.
No obstante, en la Acta de Reunión de Sala Plena N°2017-17 sobre “Determinar
la norma aplicable al inicio del cómputo del plazo de prescripción de la acción para 
exigir el pago de la deuda tributaria contenida en una Resolución de Determinación 
o de Multa notificada después de la entrada en vigencia del Decreto Legislativo
N°1113” se identificó que con la entrada en vigencia del D.L. 981, si bien 
diferenciaba la interrupción de la prescripción por cada facultad de la Administración 
Tributaria, no lo hizo en cuanto al término del cómputo. Es a raíz del D.L. 1113 que 
el cómputo de la prescripción de la facultad de exigir el pago de la deuda inicia al  
día siguiente de la notificación de la Resolución de Determinar o Multa, precisando 
que la prescripción tiene como elementos el inicio, plazo y fin. En tal sentido, el 
inicio se dio en un determinado momento y el nuevo inicio que incorpora el D.L. 
1113 no puede ser aplicable a cómputos de prescripción que iniciaron antes de su 
vigencia, debido a que sería darle un carácter retroactivo a la norma. 
En cuanto al primer objetivo específico: Determinar de qué manera la 
modificación del término del cómputo de la prescripción tributaria incide en el 
principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421 
De la revisión del Informe N°90/2018-2019 elaborado por el Grupo de Trabajo 
del Congreso, se obtuvo que dicho organismo reconoce que no hubo una 
delegación expresa respecto a la prescripción tributaria para que el Poder Ejecutivo 
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pueda modificar, en este caso, el término inicial de la prescripción tributaria, sin 
embargo, bajo una interpretación flexible, más no inconstitucional, la primera 
disposición complementaria transitoria del D.L. 1421 la podemos encontrar en el 
literal h) al permitir contar con procedimientos más eficientes, en el sentido, de que 
aclara como se debe aplicar del D.L. 1113 y reduce los procedimientos tributarios 
en los que se encontraba en controversia la aplicación de dicho decreto. 
Asimismo, del análisis de la Sentencia del Tribunal Constitucional N°556/2020, 
se pudo identificar que las materias que son delegadas al Poder Ejecutivo deben 
estar comprendidas dentro de una ley autoritativa, ello guarda relación con el 
principio de legalidad, debido que el Poder Ejecutivo debe ceñirse bajo la ley que le 
otorga las facultades para legislar, sin embargo, no necesariamente significa que 
dicha delegación deba estar detalladas, porque finalmente es el Poder Ejecutivo 
quien las desarrolla conforme a los límites de la materia delegada. Asimismo, se 
debe tener en cuenta que la reserva absoluta de ley, se da en aquellos casos en 
que las materias delegadas deben estar necesariamente comprendidas dentro de 
la ley autoritativa, por lo que en el caso de la primera disposición complementaria 
transitoria del D.L. 1421, la prescripción no da merito a una exigencia. 
Del mismo modo, en el artículo “Principios tributarios constitucionales” Instituto 
de Investigaciones Jurídicas y Suprema Corte de Justicia de la Nación (2012) se 
obtuvo que el principio de legalidad o reserva de ley, puede tener dos ámbitos tanto 
absoluto o relativo, es decir en la reserva absoluta, necesariamente deberá 
encontrase la totalidad de la materia regulada en la ley, mientras que la reserva 
relativa consiste en determinar las directrices a seguir, más no fijar de manera 
detallada el desarrollo de estas, es decir, que las disposiciones al emitirse se ciñan 
bajo los parámetros establecidos. 
Respecto al segundo objetivo específico: Explicar cómo la aplicación del 
principio de irretroactividad incide en la Administración Tributaria bajo el marco del 
Decreto Legislativo N°1421. 
De la tesis “El principio de irretroactividad en Derecho Tributario” Macho (2005), 
se pudo encontrar que, el principio de irretroactividad evita que se aplique de 
manera retroactiva leyes a situaciones surgidas con anterioridad, sin embargo, 
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cuando se emite una ley con la finalidad de interpretar una ley anterior, esta tiene 
un efecto retroactivo, sin que ello implique un perjuicio para los hechos que se 
consumaron con anterioridad, es decir, la norma interpretativa y la norma 
interpretada forman una unidad, el inicio de la aplicabilidad de la primera coincide 
con el inicio de aplicabilidad de norma interpretada, es por ello, que la norma 
interpretativa no puede exceder su alcance, ya que de ser así, estaríamos ante una 
norma retroactiva que finalmente vulneraria le principio de irretroactividad. 
Asimismo, del artículo “Breves notas en relación a las leyes interpretativas o 
aclaratorias en Materia Tributaria” Cores y Bardales (2006) indicaron que el 
principio de irretroactividad en materia tributaria, dota de certeza y seguridad a los 
ciudadanos de prever la aplicación de las normativas, sin que las normas 
posteriores puedan afectar o alterar los hechos que se produjeron antes de su 
entrada en vigencia. En ese sentido, las leyes interpretativas posteriores, si bien 
tienen una aplicación retroactiva, debe entenderse que su aplicación será a partir 
de la ley interpretada y que deberá limitarse a ser declarativa y sin innovación, sin 
incorporar un nuevo contenido a la norma interpretada. 
Del análisis, de la Sentencia del Tribunal Constitucional N°556/2020 se 
desprende que la PDCT del D.L. 1421 es una norma interpretativa, al mencionar 
textualmente en su disposición al inciso 7 del artículo 44 que incorpora el D.L. 1113 
al TUO del CT, de tal manera que, fija una interpretación contraria a la emitida por 
el Tribunal Fiscal, el cual estableció que D.L. 1113 no era aplicable a cómputos de 
prescripción iniciados antes de la entrada en vigencia de dicha normativa, sin 
embargo, la PDCT precisa que el D.L. 1113 sí es aplicable, en el caso de deudas 
que se encuentren pendientes de la notificación de la Resolución de Determinación 
o Multa, en consecuencia, la PDCT no innova en el ordenamiento jurídico.
En relación a lo expuesto, en esta parte de la discusión se procedió a contrastar
los antecedentes, las teorías y los resultados obtenidos con nuestro objetivo 
general y los objetivos específicos. 
Por lo tanto, en relación al objetivo general: analizar como la prescripción 
tributaria incide en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo 
N°1421, mediante los resultados obtenidos, la mayoría de los entrevistados adopto 
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una posición en contra de la aplicación de esta normativa, manifestando que antes 
de la entrada en vigencia del D.L. 1113, el cómputo de la prescripción iniciaba 
simultáneamente (conforme al art. 3 del TUO del CT) para las tres facultades de la 
Administración Tributaria, sin embargo, esta disposición pretende aplicar de 
manera retroactiva la modificación del inicio del cómputo de la prescripción que se 
dio con el D.L. 1113. No obstante, la posición a favor de esta disposición menciono 
que la prescripción de las facultades de la Administración iniciaban de manera 
independiente, debido a que el inicio del cómputo de la prescripción sobre la 
facultad de exigir el pago iniciaba con la notificación de la RD, manifestando que el 
artículo 115 del TUO del CT, reconocía que la deuda era exigible una vez que haya 
sido notificada la RD y apoyándose en la teoría de la actio nata, la deuda solo puede 
ser exigible una vez que ha sido determinada. 
Ahora bien, cuando la posición a favor invoca el art. 115, se trata de deudas 
exigibles en un procedimiento de cobranza coactiva, la propia normativa considera 
deuda exigible la que ha sido determinada mediante una RD y que no ha sido 
reclamada en el plazo establecido por ley. Es así, que de la lectura de los artículos 
1 y 3 del TUO del CT, se desprende que la obligación tributaria es exigible desde 
que ha sido determinada por el deudor tributario o cuando la Administración la haya 
determinado, teniendo la obligación tributaria por finalidad el cumplimiento del pago 
del tributo y que este puede ser exigido coactivamente. En definitiva, un claro 
ejemplo de que no en todos los casos es necesaria la RD para exigir el pago de la 
deuda es a través del art. 78 del TUO del CT, mediante una Orden de Pago la 
Administración podía verificar alguna omisión en la autoliquidación presentada a 
través de la declaración jurada y exigir la cancelación de la deuda tributaria, por lo 
que, a partir de su notificación sería exigible coactivamente. En el caso, que 
estemos ante una deuda que no ha sido declarada, la Administración Tributaria 
tendría primero que determinar el valor de la deuda para exigir el pago de la misma. 
Por lo tanto, si la RD no fue reclamada por el deudor, la deuda se convertiría en 
una deuda exigible coactivamente correspondiente a un procedimiento de cobranza 
coactiva. 
Por otra parte, los entrevistados en contra de esta disposición señalaron que 
antes del D.L. 1113 la notificación de la RD era una causal de interrupción sobre la 
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facultad de cobro, en tal sentido, ya había iniciado el plazo de prescripción sobre 
esta facultad antes de la notificación de la RD, porque claramente dicha causal lo 
interrumpía. Al respecto, los entrevistados a favor, indicaron que el Tribunal Fiscal 
en diversas oportunidades estableció que la prescripción sobre la facultad de exigir 
el pago iniciaba a partir de la notificación de la RD. 
En efecto, de la guía de análisis documental se destaca que la RTF N° 713-5- 
2000 indicaba que el inicio del cómputo de la prescripción de la acción de cobro 
iniciaba con la RD, RM y la OP, en cambio, la RTF N°04638-1-2005 señalo que la 
notificación de la RD no interrumpía la prescripción de la acción de cobro, sino que 
a consecuencia de la RD se establecía el inicio del cómputo de la prescripción sobre 
dicha facultad. Asimismo, es necesario precisar que el Tribunal Fiscal no estaba 
diferenciando un plazo prescriptorio para cada facultad de la Administración 
Tributaria, sino que se limitó a indicar que la notificación de la RD producía un nuevo 
inicio de plazo prescripción, por lo cual, la facultad que se debía ejercer era la de 
cobro, quedando claro que después de determinar la deuda se exigía el pago de la 
misma. No obstante, las jurisprudencia antes mencionada no marco un precedente 
de observancia obligatoria sobre el inicio del cómputo de la prescripción sobre las 
facultades, es más, no es hasta la Acta de Reunión de Sala Plena N°2017-17 en 
que se analiza el computo de la prescripción, concluyendo en que si bien el D.L. 
981 había diferenciado la interrupción del plazo de prescripción de cada facultad de 
la Administración, no había hecho lo mismo con el cómputo del inicio de 
prescripción, reconociendo que D.L. 1113 no podía aplicarse a cómputos de 
prescripción antes de su vigencia porque sería darle un sentido retroactivo. 
Asimismo, Cevasco y Davila (2020) en su artículo “Sobre un desacuerdo jurídico 
tributario acerca de la prescripción y la retroactividad de la PDCT del Dec. Leg. 
N°1421” manifestaron que cuando la obligación tributaria debe ser determinada por 
el deudor o por la Administración, es desde su vencimiento del plazo fijado por Ley 
o reglamento que la SUNAT podrá iniciar la persecución al haber una deuda 
exigible. Agregando que la teoría de la actio nata, antes del D.L. 1113 si fue 
recogida por el D.L. 981, solo que esta última normativa establecía que la facultad 
de determinar y exigir el pago, iniciaban simultáneamente el 01 de enero del año 
siguiente del vencimiento de la obligación tributaria o vencido el plazo para 
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presentar la declaración jurada. Asimismo, se debe tener en cuenta lo dicho por 
Fuentes (2012) en su artículo “Reflexiones sobre la seguridad jurídica en materia 
tributaria” ha manifestado que la seguridad jurídica no va en contra de las 
modificaciones, sino que asegura una relativa estabilidad, pues esta se ve 
amenazada al haber un cambio frecuente en la normativa, una duración indefinida 
de los procedimientos y la aplicación de criterios que no guardan coherencia al 
momento de definir el alcance de la ley. 
En consecuencia, si bien tanto el D.L.1113 y la PDCT del D.L. 1421, tuvieron 
por finalidad aplicar la teoría de la actio nata, de dichas normativas se desprende 
que no solamente con la RD y RM se podría iniciar el plazo de prescripción de exigir 
el pago de la deuda sino desde el momento en que la Administración pueda ejercer 
tal derecho, así como también se advierte que la Administración no debería esperar 
hasta el 01 de enero para poder determinar la deuda, si no a partir del día siguiente 
del vencimiento de plazo para presentar la declaración jurada. 
Barreto (2014) indico en base a la teoría de la actio nata que en el ámbito 
tributario el nacimiento del derecho se da con la realización del hecho imponible, la 
Administración solo podrá accionar su exigibilidad una vez que haya finalizado el 
plazo para presentar la declaración de acuerdo con la fecha prevista establecida. 
Asimismo, García (2013) menciono que los obligados tributarios tienen un rol 
colaborador mediante la autoliquidación en los sistemas tributarios modernos ante 
impuestos de incidencia masiva, si bien, la Administración desarrolla la función de 
verificar los tributos declarados, esta acción no se realiza a todos los contribuyentes, 
sino que se trata de una fiscalización aleatoria. 
Ante lo expuesto, se advierte que el legislador con el D.L. 981 no diferencio 
desde un comienzo el cómputo de prescripción respecto de cada una de las 
facultades de la Administración, es así que el D.L. 1113 al modificar el término inicial 
del cómputo de la prescripción genera de cierta forma un vacío en la legislación y 
es la PDCT del D.L. 1421 que al intentar solucionarlo aplica esta modificación a 
cómputos de prescripción que ya habían iniciado. En consecuencia, no solo se 
advierte que durante el transcurso de los años no hubo una unificación de los 
criterios sino también que el D.L. 1113 y la PDCT del D.L. 1421, además de omitir 
que existían otros actos administrativos que dan inicio a la prescripción de exigir el 
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pago de la deuda, no incorporan de manera homogénea la teoría de la actio nata, 
afectando así la seguridad jurídica debido a que no hay un criterio uniforme sobre 
la figura de la prescripción tributaria y como se ha podido evidenciar la aplicación 
de la teoría de la actio nata va dirigida solamente para algunas facultades y para 
otras no. Es decir, no se trata de que las facultades de la administración estén 
supeditas a la emisión de un acto administrativo, sino que este acto administrativo 
sea la consecuencia del desarrollo de sus facultades. 
Es así que de los resultados obtenidos se puede afirmar que la prescripción 
tributaria incide negativamente en la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421, debido a la falta de unificación de criterios y la regulación 
deficiente de la prescripción en el sistema tributario, logrando advertir mediante las 
entrevistas y de las fuentes de análisis documental que se cumplió el supuesto 
jurídico general. 
En relación al primer objetivo específico: Determinar de qué manera la 
modificación del término del cómputo de la prescripción tributaria incide en el 
principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, conforme a las 
entrevistas realizadas, la posición en contra de esta disposición indico que si bien 
va haber una mayor recaudación de los tributos, lo cierto es que el Poder Ejecutivo 
no tenía las facultades para modificar el término inicial del cómputo de la 
prescripción tributaria, precisando que los literales g) y h) de la Ley N°30823 – Ley 
autoritativa no contemplan una delegación expresa y que la prescripción es una 
parte sustantiva y no procedimental. 
Por otra parte, la posición a favor de esta disposición indico que el Poder 
Ejecutivo si tenía las facultades para regular la prescripción tributaria, en base al 
literal g) de la ley autoritativa sobre contar con procedimientos tributarios más 
eficientes, debido a que la prescripción puede ser solicitada dentro de los diversos 
procedimientos que regula el TUO del CT, así como también, que en un plazo de 4 
años el procedimiento para determinar la deuda y exigirla no sería del todo eficiente. 
Ante lo expuesto, si bien la prescripción tributaria tiene un carácter sustantivo, 
ello no implica que no sea materia de análisis en un procedimiento tributario, en el 
que tanto la SUNAT como el Tribunal Fiscal deberán emitir un pronunciamiento si 
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es que esta es alegada, es más uno de los entrevistados en contra de esta 
disposición reconoció que haciendo una interpretación flexible, la prescripción se 
encontraría dentro de un procedimiento no contencioso e inclusive que este es un 
medio defensa dentro de cualquier procedimiento. 
Asimismo, de la guía de análisis documental del Informe N°90/2018-2019 del 
Grupo de Trabajo encargado del control constitucional sobre los actos normativos 
del Poder Ejecutivo y la Sentencia del Tribunal Constitucional N°556/2020, 
coinciden en que si bien la prescripción tributaria no se encuentra de manera 
expresa en la ley autoritativa, mediante una interpretación flexible la hallamos en el 
literal h), considerando además que en este caso no hay merito a una reserva 
absoluta de ley. Por lo tanto, de acuerdo al párrafo precedente si bien la 
prescripción tributaria no estaba señala de manera expresa en la ley autoritativa, 
ello no significaba que la PDCT del D.L. 1421 sea inconstitucional, debido a que la 
prescripción tributaria forma parte de los procedimientos tributarios. Del mismo 
modo, en el artículo “Principios tributarios constitucionales” del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas y Suprema Corte de Justicia de la Nación (2012) se 
distinguió que mientras que en la reserva absoluta se debe encontrar la totalidad 
de la materia regulada en la ley, es en la reserva relativa que solo se determina las 
directrices a seguir, sin detallar de manera extensiva el desarrollo de estas. 
No obstante, para Hernández (2020) en su informe titulado “Sobre la 
inconstitucionalidad de la Primera Disposición Complementaria y Final del Decreto 
Legislativo No. 1421” indico que respecto de la Ley 30823, la regulación de la 
prescripción no está relacionada a temas procedimentales, sino sustanciales, 
precisando que esta disposición tiene un carácter innovativo. 
En tal sentido, si bien la ley autoritativa no comprende de manera expresa a la 
prescripción tributaria dentro de la delegación de facultades al Poder Ejecutivo, se 
debe tener en cuenta el artículo 48 del TUO del CT, el cual estable que “ la 
prescripción puede oponerse en cualquier estado del procedimiento administrativo 
o judicial”, es decir, si bien la naturaleza jurídica de la prescripción pertenece al 
derecho sustantivo, la solicitud de prescripción dentro de un procedimiento incide 
directamente en este. 
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En virtud a ello, la Constitución Política del Perú comprende un conjunto de 
materias que no pueden ser delegadas al Poder Ejecutivo, sin embargo, la materia 
tributaria previa autorización del Poder Legislativo no se encuentra impedida de 
delegar, es así que, pese a que no se encuentre de manera expresa en la ley 
autoritativa, no necesariamente se requiere detallar de manera expresa cada parte 
de la materia delegada, en ese sentido, el Poder Ejecutivo sí se encontraba 
facultado para modificar el término del cómputo de la prescripción tributaria. 
En esa misma línea, Peralta (2015), indico que actualmente el principio de 
legalidad, permite un cierto grado de delegación relativa al Poder ejecutivo, siempre 
que este se desarrolle dentro de los parámetros que previamente fueron fijados por 
ley a fin de complementar la noma tributaria en lo que respecta al tema de gestión 
tributaria. 
Por consiguiente, se advierte que el Poder Ejecutivo actuó conforme a sus 
facultades delegadas respetando el principio de legalidad y la potestad tributaria 
que le fue conferida, encontrándose facultado para realizar modificaciones respecto 
a la prescripción tributaria destinadas a fortalecer y optimizar la gestión de la 
SUNAT y el Tribunal Fiscal, por lo que, la PDCT del D.L. 1421 se emitió bajo los 
parámetros establecidos. 
Es así que de los resultados obtenidos se puede afirmar que la modificación del 
término del cómputo de la prescripción tributaria no incide negativamente en el 
principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, debido a que 
Poder Ejecutivo si contaba con las facultades para modificar el término del cómputo 
de la prescripción tributaria, advirtiéndose mediante las entrevistas y las fuentes de 
análisis documental que no se cumplió el primer supuesto jurídico especifico. 
Respecto a nuestro segundo objetivo específico: explicar cómo la aplicación 
del principio de irretroactividad incide en la Administración Tributaria bajo el marco 
del Decreto Legislativo N° 1421, los entrevistados en contra de la primera 
disposición, consideraron que la PDCT tuvo por objeto ampliar el plazo de 
prescripción y que sí ese era el caso, se podría haber dispuesto la aplicación 
ultraactiva, así la versión anterior del primer inciso del art. 45 del TUO del C.T, 
seguiría aplicándose a prescripciones iniciadas con anterioridad. Asimismo, 
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consideraron que esta disposición es una ley innovativa, toda vez que establece la 
aplicación el D.L. 1113 a hechos surgidos con anterioridad a su vigencia, cuando 
esta última normativa había sido emitida de manera clara y sin mayor interpretación. 
Por otra parte, indican que si bien el D.L. 1421 intento corregir la aplicación del 
inciso 7 del art. 44 del TUO del CT ha evidenciado un tratamiento retroactivo porque 
el dies a quo o inicio del plazo es un hecho cumplido en el pasado que no podía 
modificarse y que se agotó, indicando que si bien la prescripción no puede ser divida 
como concepto , sus elementos si pueden ser modificados, conforme a la teoría de 
hechos cumplidos, el momento inicial o dies a quo es un hecho que se produjo en 
el pasado y que determino el cómputo. 
En oposición a ello, los entrevistados a favor de esta disposición manifestaron 
que la PDCT del D.L. 1421 no pretende ampliar el plazo de prescripción, si no 
corregir lo que el RTF N°09789-4-2017 estableció como precedente de observancia 
obligatoria contradiciendo un criterio ya adoptado a nivel jurisprudencial respecto al 
inicio de la prescripción de exigir el pago de la deuda. Asimismo, agregaron que 
esta disposición es una ley interpretativa destinada a subsanar un vacío que se 
había generado con la dación del D.L. 1113. Además, indicaron que esta norma no 
es retroactiva debido a que esta disposición no ha establecido que el D.L 1113 se 
aplicaría a quienes ya hayan sido notificados con la RD o RM anteriormente si no 
a quienes se encuentren pendientes de dicha notificación, es así que, en base a la 
teoría de hechos cumplidos, la aplicación del D.L. 1113 no solo se aplica para los 
hechos ocurridos posteriores a su vigencia, sino también a los efectos producidos 
respecto de hechos anteriores, de manera que la PDCT del D.L 1421 soluciona la 
correcta aplicación de la teoría de los hechos cumplidos, conforme a la sentencia 
del Tribunal Constitucional. 
En efecto, el inciso 7 del artículo 44 que incorpora el D.L. 1113 al TUO del C.T, 
no había sido emitido con un carácter ambiguo o de poca comprensión, sin 
embargo, no podemos negar que al momento de aplicar dicha normativa se 
produce una incertidumbre, respecto a las deudas que ya habían iniciado el plazo 
de prescripción con anterioridad a dicha modificatoria, es por ello que el PDCT del 
D.L. 1421 surge con la intención de corregir el ámbito de su aplicación. 
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En tal sentido, de acuerdo a la guía de análisis documental, en la Sentencia del 
Tribunal Constitucional N°556/2020 se observa que la PDCT del D.L. 1421 es 
considerada una norma interpretativa, al dar un sentido a la aplicación del D.L. 1113 
debido a que el precedente de observancia obligatoria que emito el Tribunal Fiscal 
iba en contra de la aplicación del D.L. 1113 para deudas que iniciaron antes de la 
entrada en vigencia pero que se encontraban pendientes de la notificación de la RD 
o RM. No obstante, del artículo “Breves Notas en Relación a las Leyes
Interpretativas o Aclaratorias en Materia Tributaria” de Cores y Bardales (2006), se 
obtuvo que la ley interpretativa tiene una aplicación retroactivamente, sin embargo, 
debe limitarse a ser declarativa y no innovativa, debido a que si la dota de un nuevo 
contenido afectaría finalmente el principio de irretroactividad de lar nomas. En ese 
mismo sentido, en la tesis “El principio de irretroactividad en Derecho Tributario” 
Macho (2005), se obtuvo que el principio de irretroactividad establece los limites de 
aplicación de una norma en el tiempo, es así que, las leyes interpretativas son 
incorporadas en las leyes interpretadas, de ahí que el inicio de aplicación de la 
primera coincide con el inicio de aplicación de la norma interpretada, por carecer de 
efectos innovadores o constitutivos. 
Ante lo expuesto, si bien la PDCT del D.L. 1421 tuvo por finalidad dejar sin efecto 
la RTF N°09789-4-2017 en el que se estableció como precedente de observancia 
obligatoria que la modificación del término inicial que incorpora el D.L. 1113 no será 
aplicable aquellos cómputos de prescripción que iniciaron con anterioridad al 28 de 
setiembre de 2012, es decir, antes de su entrada en vigencia. Sin embargo, en su 
intento de aplicar el D.L. 1113 a aquellas deudas que estaban al borde de prescribir, 
lo que hace es darle un carácter retroactivo, innovando así en el ordenamiento 
jurídico y afectando la seguridad jurídica de quienes ya habían iniciado su computo 
de prescripción con anterioridad al 28 de setiembre de 2012. 
Cevasco y Davila (2020) en su informe “Sobre un desacuerdo jurídico tributario, 
acerca de la prescripción y la retroactividad de la PDCT del Dec. Leg. N° 1421” 
indicaron que para que una ley sea considerada interpretativa, debemos observar 
el tercer requisito establecido por el Tribunal Constitucional en la Sentencia N°02- 
2016-PI/TC respecto de que “no debe agregarle a la norma interpretada un conteni- 
do que no estuviera comprendido dentro de su ámbito material”, en tal sentido, con 
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el D.L. 1113 se eliminó la causal de interrupción y que los plazos aún no iniciados, 
iniciarían con la notificación de la RD o RM, siendo así, para que la PDCT del D.L. 
1421 sea considerada como una norma interpretativa, el D.L. 1113 tendría que 
haber hecho alguna mención respecto de los plazos de prescripción iniciados con 
anterioridad a su vigencia y que sea necesaria alguna aclaración, sin embargo lo 
que ha hecho el PDCT del D.L. 1421 es incluir un texto que el D.L. 1113 no 
comprendía. A pesar de ello, Serrano (2020) en su artículo “Constitucionalidad de 
la Primera Disposición Complementaria Transitoria del Dec. Leg. N°1421 en el 
Ordenamiento Tributario Peruano” indico que la PDCT del D.L 1421 no es 
retroactiva, ya que, en razón a la teoría de los hechos cumplidos, su ámbito de 
aplicación es reducido y que esta disposición no se aplica a aquellos deudores que 
antes del D.L. 1113 fueron notificados con la RD o RM, sino aquellos que se 
encuentren pendientes de la referida notificación. 
En consecuencia, aplicando la teoría de los hechos cumplidos, en atención a lo 
dispuesto por el D.L. 1113 queda claro que si la RD o RM no habían sido notificadas 
no habría iniciado el plazo de prescripción de la Administración Tributaria para exigir 
el pago de la deuda. Sin embargo, hay que tener en cuenta que tanto el D.L. 1113 
como la PDCT del D.L. 1421 recién incorporan la teoría de la actio nata en el 
sistema tributario peruano, es por ello que antes de la promulgación del D.L. 1113, 
se entendía que el término inicial de la prescripción tributaria iniciaba de manera 
simultánea respecto de las facultades de la Administración, debido a que el 
legislador no había diferenciado el cómputo de prescripción por cada facultad. Para 
una mayor apreciación se ilustra de la siguiente manera: 
Gráfico N° 02: Línea de tiempo sobre la PDCT del D.L. 1421 
Nota: Elaboración propia 
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En tal sentido, tratándose de la una institución como lo es la prescripción 
tributaria tomando en cuenta sobre todo el plazo de 4 años de prescripción, resulta 
complicado que después de 6 años, desde la entrada en vigencia del D.L. 1113 sea 
la PDCT del D.L. 1421 quien interprete esta norma estableciendo que será aplicable 
incluso antes de la entrada en vigencia de la “norma interpretada”, esta disposición 
no aplica la teoría de los hechos cumplidos, si bien la ley desde que entra en 
vigencia se aplica a las consecuencias de las relaciones y situaciones jurídicas 
existentes, es el termino inicial el que fija un momento determinante para que la 
Administración pueda actuar conforme con sus facultades, la consecuencia de este 
inicio sería la relación jurídica en el supuesto de no haber pasado los 4 o 6 años 
desde su inicio, el plazo, las causales de interrupción y suspensión, todo ello ante 
un cambio normativo sí puede verse modificado. 
Es así que, de los resultados obtenidos se puede afirmar que la aplicación del 
principio de irretroactividad incide considerablemente en la Administración 
Tributaria bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, toda vez que su incorrecta 
aplicación a favorecido indebidamente a la Administración Tributaria a fin de que 
esta pueda recaudar los tributos, generando así un grave perjuicio a la seguridad 
jurídica, logrando advertir mediante las entrevistas y las fuentes de análisis 
documental que se cumplió el segundo supuesto jurídico especifico. 
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V. CONCLUSIONES
Primero: Se concluye que, la prescripción tributaria incide negativamente en la 
seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N°1421, porque durante el 
transcurso de los años no hubo una unificación de criterios en cuanto al término 
inicial del cómputo de la prescripción y porque tanto el D.L. 1113 y la PDCT del D.L. 
1421 al incorporar la teoría de la actio nata no advirtieron que dicha teoría tiene una 
aplicación diferente en el sistema tributario, es decir, la Administración Tributaria 
solo se ve impedida de desplegar sus facultades de determinar, cobrar y sancionar, 
antes de la fecha fijada por ley o reglamento para la presentación de la declaración 
jurada, sin embargo, estas normativas han establecido que la facultad de cobro solo 
iniciará al día siguiente de la notificación de la RD o la RM, desconociendo así los 
tributos autodeterminados por el deudor. Asimismo, se advierte que no aplicaron la 
teoría de la actio nata respecto a la facultad de determinación, toda vez que, de 
haber sido aplicada a dicha facultad, la Administración Tributaria hubiera podido 
ejercerla después del vencimiento del plazo para la declaración jurada, sin 
embargo, aún debe esperar hasta el 01 de enero del año siguiente conforme a los 
supuestos establecidos en el TUO del Código Tributario, por lo tanto, observamos 
que el tratamiento de la prescripción tributaria en el ordenamiento peruano aún 
mantiene un carácter indefinido, afectando la seguridad jurídica y que a futuro traerá 
posibles consecuencias perjudiciales para el fisco y los contribuyentes. 
Segundo: Se concluye que, la modificación del término del cómputo de la 
prescripción tributaria no incide negativamente en el principio de legalidad bajo el 
marco del Decreto Legislativo N°1421, porque no en todos lo casos la ley 
autoritativa debe contener expresamente los temas a desarrollar de la materia 
delegada, es así que no hay una afectación al principio de legalidad, estando el 
Poder Ejecutivo facultado para legislar en materia tributaria mediante la Ley 
autoritativa N°30823, por lo tanto, estaba autorizado para poder modificar el término 
del cómputo prescriptorio, encontrándose la prescripción tributaria en los literales 
h) y g) de la referida ley autoritativa, dirigida a contar con procedimientos tributarios
más eficientes para fortalecer y optimizar la gestión del Tribunal Fiscal y la SUNAT. 
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Tercero: Se concluye que, la aplicación del principio de irretroactividad incide 
considerablemente en la Administración Tributaria bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421, debido a que del análisis se advierte que el D.L. 1113 incorpora 
una nueva causal del término inicial de la prescripción sobre la facultad de exigir el 
pago de la deuda de la Administración Tributaria, como consecuencia, la PDCT del 
D.L. 1421 interpreta el D.L. 1113 a fin de que la Administración Tributaria pueda
recaudar las deudas que estaban al borde de prescribir, estableciendo que dicho 
decreto será aplicable a cómputos de prescripción que iniciaron con anterioridad a 
su vigencia y dando como resultado una norma retroactiva, sin embargo, se debe 
tener en cuenta que el término inicial de la prescripción tributaria se produce en un 
determinado momento, siendo el plazo el único elemento que puede verse alterado 
mientras este no haya culminado, por lo tanto, la Administración Tributaria podrá 
exigir el pago de las deudas pese a un grave perjuicio de la seguridad jurídica bajo 
una norma carente de sustento técnico. 
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VI. RECOMENDACIONES
Primero: Se recomienda, a los legisladores del derecho tributario, unificar sus 
criterios al incorporar la teoría de la actio nata, quedando aún pendiente la facultad 
de determinación, ya que, la Administración Tributaria podría ejercer dicha faculta 
una vez vencido el plazo para la presentación de la declaración y no tener que 
esperar hasta el 01 de enero del año siguiente conforme a los supuestos 
establecidos en el artículo 44 del TUO del Código Tributario, o en todo caso 
uniformizar un único plazo de prescripción respecto de las tres facultades de la 
Administración Tributaria y eliminar las causales de interrupción por cada facultad. 
Segundo: Se recomienda al Poder Legislativo que al momento delegar sus 
facultades al Poder Ejecutivo, no incurran en terminologías abiertas o imprecisas, 
como se ha podido observar con la Ley autoritativa N°30823 en sus literales “g)[…] 
establecer modificaciones a fin de contar con procedimientos tributarios más 
eficientes […]” y “h) Establecer los mecanismos que permitan al Tribunal Fiscal y a 
la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT) 
fortalecer y optimizar su gestión”, a fin de que no se produzca este tipo de 
controversias a futuro y generen demandas de inconstitucionalidad contra leyes 
promulgadas por el Poder Ejecutivo. 
Tercero: Se recomienda a la Administración Tributaria el mejorar sus sistemas de 
fiscalización y recaudación, teniendo en cuenta que, actualmente existe infinidad 
de sistemas informáticos que permitirán cumplir con los plazos establecidos por el 
TUO del Código Tributario, para realizar los procedimientos de recaudación 
tributaria, como lo son la determinación de la deuda, la exigencia del pago y de 
sancionar, permitiendo así, tener una eficiente y eficaz recaudación para el Estado, 
de esa manera, se evitará que en un futuro se afecten principios recogidos en la 
Constitución Política, tal como se ha observado en la presente investigación 
referente al principio de irretroactividad, asimismo, se evitará reclamaciones por 
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ANEXO 3 
MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN APRIORÍSTICA 
TÍTULO: Análisis de la prescripción tributaria y la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo N° 1421 
FORMULACIÓN DEL PROBLEMA OBJETIVOS SUPUESTOS CATEGORÍAS SUBCATEGORÍAS 
PROBLEMA     GENERAL:      ¿Cómo      la 
prescripción tributaria incide en la 
seguridad jurídica bajo el marco del 
Decreto Legislativo N°1421? 
OBJETIVO GENERAL: Analizar como la 
prescripción tributaria incide en la seguridad 
jurídica bajo el marco del Decreto Legislativo 
N°1421. 
SUPUESTO GENERAL: La prescripción tributaria incide 
negativamente en la seguridad jurídica bajo el marco 
del Decreto Legislativo N°1421, debido a la falta de 
unificación de criterios y la regulación deficiente de la 








PROBLEMA ESPECÍFICO   01:   ¿De   qué 
manera la modificación del término del 
cómputo de la prescripción tributaria 
incide en el principio de legalidad bajo el 
marco del Decreto Legislativo N°1421? 
PROBLEMA ESPECÍFICO 02: ¿Cómo la 
aplicación del principio de irretroactividad 
incide en la Administración Tributaria 
bajo el marco del Decreto Legislativo 
N°1421? 
OBJETIVO ESPECÍFICO 01: Determinar de 
qué manera la modificación del término del 
cómputo de la prescripción tributaria incide 
en el principio de legalidad bajo el marco del 
Decreto Legislativo N°1421. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 02: Explicar cómo la 
aplicación del principio de irretroactividad 
incide en la Administración Tributaria bajo el 
marco del Decreto Legislativo N°1421. 
SUPUESTO ESPECÍFICO 01: La modificación del 
término del cómputo de la prescripción tributaria 
incide negativamente en el principio de legalidad bajo 
el marco del Decreto Legislativo N°1421, debido a que 
Poder Ejecutivo no contaba con las facultades para 
modificar el término del cómputo de la prescripción 
tributaria transgrediendo así el principio de legalidad. 
SUPUESTO ESPECÍFICO 02: La aplicación del principio 
de irretroactividad incide considerablemente en la 
Administración Tributaria bajo el marco del Decreto 
Legislativo N°1421, toda vez que su incorrecta 
aplicación a favorecido indebidamente a la 
Administración Tributaria a fin de que esta pueda 
recaudar los tributos, generando así un grave 
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Así cuando el artículo 45 del citado 
Código Tributario señala que la 
prescripción se interrumpe por la 
notificación de la Resolución de 
Determinación, de Multa y la 
Orden de Pago, en realidad 
establece el inicio del cómputo de 
la prescripción de la acción para 
exigir el cobro, ya que al haberse 
determinado la deuda tributaria, 
carece de sentido que se inicie un 
nuevo computo de la prescripción 
de dicha acción, lo que se inicia es 
el cómputo del plazo de 
prescripción de la acción para 
exigir el pago de dichas deudas. 
Según el último párrafo del 
artículo mencionado el “nuevo” 
término prescriptorio para exigir 
el pago de la deuda tributaria se 
computará desde el día siguiente 
al acaecimiento del acto 
interruptorio […] (p.6). 
Los miembros del Tribunal 
Fiscal buscaban darle un 
sentido y alcance a la 
prescripción tributaria, esa 
así que si bien la Resolución 
de Determinación, de 
Multa y la Orden de Pago se 
encontraban reguladas 
como causales de 
interrupción, estos actos no 
podían interrumpir el plazo 
de prescripción de la 
facultad de exigir el pago de 
la deuda, porque dicho 
plazo aún no se estaba 
computando, de tal manera, 
que en primer lugar se 
computaría el término 
inicial de la prescripción 
tributaria de la facultad de 
determinar y seguidamente 
de la facultad de exigir el 
pago de la deuda. 
La Resolución de 
Determinación, de Multa 
y la Orden de pago no 
deberían ser consideradas 
causales de interrupción, 
ya que a partir de su 
emisión es que comienza 
el término inicial del 
cómputo del plazo de 
prescripción de la 
Administración Tributaria 
para exigir el pago de la 
deuda. 
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[…] lo señalado en el último 
párrafo del texto original del 
artículo 45 del Código 
Tributario, al establecer que 
una vez interrumpida la 
prescripción por la notificación 
de la resolución de 
determinación, el nuevo 
cómputo del plazo de 
prescripción que se inicia es el 
vinculado a la acción de cobro 
de la Administración, dado 
que, conforme a lo expuesto, 
carecería de sentido que se 
iniciara un nuevo plazo para la 
acción de determinación de la 
que ya hizo uso la 
Administración, plasmando sus 
resultados en un valor y que no 
puede modificar salvo los 
supuestos excepcionales del 
artículo 108° (p. 4). 
Es así, que se advirtió en 
cuanto a la prescripción 
tributaria que, tratándose 
de deudas que han sido 
determinadas por la 
Administración Tributaria, 
será la Resolución de 
Determinación la que dará 
paso al término inicial del 
cómputo de prescripción de 
la acción de cobro de la 
Administración Tributaria, 
debido a que la Resolución 
de Determinación es el 
resultado de las acciones de 
verificación o fiscalización 
que   realizo   la 
Administración, por lo que 
la  facultad  de 
determinación se agota con 
la Resolución de 
Determinación, salvo 
cuando haya alguna 
revocación, modificación, 
sustitución     o 
complementación. 
Una vez que la 
Administración Tributaria 
emita la Resolución de 
Determinación agota su 
facultad de determinación 
y no interrumpe el 
cómputo del plazo de 
prescripción de la acción 
de determinación, sino 
que da inicio al cómputo 
del plazo de prescripción 
de la facultad de cobro. 
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Es a partir de la entrada en vigencia del 
decreto legislativo 981 que se separaron 
las causales de interrupción del cómputo 
del plazo de prescripción en función en 
cada una de las acciones que terminar 
sancionar y exigir […]. No obstante, esta 
modificación normativa mediante la que 
se separó las causales de interrupción del 
cómputo del plazo de prescripción según la 
acción la redacción del artículo 44 del 
código tributario no fue modificada sino 
hasta la entrada en vigencia del decreto 
legislativo 1113 […]. Ahora bien en el 
presente caso debe considerarse que no se 
analizan los efectos de una modificación 
normativa respecto del cuerpo del plazo 
de prescripción o inter sino que se analiza 
un hecho concluido esto es el momento de 
inicio de su cómputo en el que constituyen 
un elemento distinto que se agotó 
consume la producción por lo que la 
norma aplicable al anotado hecho es la que 
se encontraba vigente en el momento de 
su producción en tal sentido si durante el 
transcurso del plazo de prescripción se 
modifica se la norma que regula el 
momento de inicio de cómputo del plazo 
esta segunda norma no es aplicable al 
inicio que ya ocurrió en el pasado 
tratándose de un hecho cumplido porque 
ello implicaría una aplicación retroactiva 
de esta última normativa (p.4 – 8). 
Con la entrada en vigencia 
del DL. 981, si bien 
diferenciaba la 
interrupción de la 
prescripción por cada 
facultad de la 
Administración Tributaria, 
no lo hizo en cuanto al 
término del cómputo. Es a 
raíz del D.L. 1113 que el 
cómputo  de la 
prescripción de la facultad 
de exigir el pago de la 
deuda inicia al día 
siguiente  de la 
notificación de la 
Resolución de Determinar 
o Multa, precisando que la
prescripción tiene como
elementos el inicio, plazo
y fin. En tal sentido, el
inicio se dio en un
determinado momento
por lo que, el nuevo inicio
que incorpora el D.L. 1113
no puede ser aplicable a
cómputos de prescripción
que iniciaron antes de su
vigencia, debido a que
sería darle un carácter
retroactivo a la norma.
El D.L. 981 desde un 
comienzo no diferencio 
el computo del plazo de 
prescripción  de cada 
facultad de   la 
Administración 
Tributaria pero sí en las 
causales    de 
interrupción, es por ello, 
que recién con el D.L. 
1113 se diferencia el 
término del cómputo de 
la facultad de exigir el 
pago, estableciendo que 
el inicio será al día 
siguientes de la 
notificación de la 
Resolución de 
Determinación o de 
Multa. Sin embargo, la 
modificación que trajo 
consigo el D.L. 1113, no 




anterioridad a su 
vigencia, en atención a 
que el inicio es un hecho 
que se agota. 
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sobre los actos 
normativos el 
Poder Ejecutivo 
Ciertamente el Grupo de Trabajo reconoce 
que han existido cuestionamientos con 
relación a la primera disposición 
complementaria transitoria en el sentido de 
que no se enmarcaría dentro del marco de la 
delegación de facultades porque no se 
habían entregado para regular en materia 
de prescripción. Sin embargo, es preciso 
indicar que literal h) autorizó al Poder 
Ejecutivo a “Establecer los mecanismos que 
permitan al Tribunal Fiscalía y a la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria (SUNAT) 
fortalecer y optimizar su gestión, así como el 
marco normativo que coadyuven a 
garantizar el adecuado cumplimiento de sus 
funciones y brindar un mejor servicio”. En 
ese sentido, una interpretación flexible a 
favor de la constitucionalidad de la norma 
(atendiendo a que el exceso de delegación 
constituiría un vicio de inconstitucionalidad 
formal e indirecta), partiendo de la premisa 
que la declaratoria de inconstitucionalidad 
debería erigirse en la última ratio, permitiría 
sostener que el establecimiento de reglas de 
claras reducirán en tiempo y número los 
procedimientos tributarios en los cuales se 
esté discutiendo precisamente la 
prescripción y cómo se debe aplicar en el 
tiempo el Decreto Legislativo 1113 (p. 13). 
El Grupo de Trabajo del 
Congreso reconoce 
que no hubo una 
delegación expresa 
respecto a la 
prescripción tributaria 
para que el Poder 
Ejecutivo pueda 
modificar, en este 
caso, el término inicial 
de la prescripción 
tributaria,  sin 
embargo, bajo una 
interpretación flexible, 
más  no 
inconstitucional,  la 
primera disposición 
complementaria 
transitoria  del D.L. 
1421 se encuentra en 
base al literal h) en 
cuanto que permitirá 
contar   con 
procedimientos más 
eficientes, en el 
sentido, de que aclara 
como se debe aplicar 
del D.L. 1113 y reduce 
los procedimientos 
tributarios en los que se 
encontraba en 
controversia la 
aplicación de dicho 
decreto. 
En conclusión, si bien 
la Ley autoritativa – 
Ley 30823, no 
comprende de 
manera expresa la 
delegación          para 
modificar   la 
prescripción 
tributaria, en base a 
una interpretación 
flexible que no va en 
contra  de  la 
Constitución,   va  a 
permitir  que 
mediante la PDCT del 
D.L. 1421 se 
establezca como 
debería aplicarse el 
D.L. 1113, hallando 
su fundamento en el 
literal h) de la ley 
autoritativa, al 




Objetivo Específico 01: Determinar de qué manera la modificación del término del cómputo de 
la prescripción tributaria incide en el principio de legalidad bajo el marco del Decreto Legislativo 
N°1421 
TITULO: Análisis de la prescripción tributaria y la seguridad jurídica bajo el marco del Decreto 
Legislativo N° 1421 
GUÍA DE ANÁLISIS DE FUENTE DOCUMENTAL 
AUTOR (A): Diana Carolina Goicochea Moscoso 








Con respecto a los límites Las materias que son La PDCT del D.L. 1421 se 
materiales, si bien estos deben ser delegadas al Poder Ejecutivo promulgo por el 
especificados en la ley autoritativa, deben estar comprendidas Ejecutivo respetando las 
como ha   sostenido   el   Tribunal dentro de una ley facultades delegadas 
Constitucional, según lo autoritativa, ello guarda mediante la ley 
desarrollado supra, ello no significa relación con el principio de autoritativa, en tal 
que la obligación de especificar las legalidad, debido   que   el sentido, no en todos los 
materias delegadas se deba Poder Ejecutivo debe ceñirse casos la ley autoritativa 
interpretar como la exigencia de bajo la ley que le otorga las debe consignar de forma 
ser detalladas por legislador (STC facultades para legislar, sin expresa los detalles de la 
0022-2011-PI/TC, fundamento 20). embargo, no materia delegada, ya 
Como ya se indicó en esta última necesariamente significa que es el Poder 





desarrollar las materias objeto de 
delegación, ¿qué sentido tendría 
delegarlas al Poder Ejecutivo para 
su regulación? […] 
[…]   advierto    que    la    materia 
estar    detalladas,    porque 
finamente es el Poder 
Ejecutivo quien las desarrolla 
conforme a los límites     de 
la     materia 
encargará de emitir las 
leyes correspondientes 
bajo los limites 
delegados. 
legislada por el Poder Ejecutivo en delegada. Asimismo, se debe 
la disposición cuestionada del tener en   cuenta   que   la 
Decreto Legislativo 1421 se reserva absoluta de ley, se 
encuentra en los confines de las da en aquellos casos en que 
materias delegadas establecidas en las materias delegadas 
los literales g) y h) del inciso 1 del deben estar necesariamente 
artículo 2 de la Ley 30823 (ley comprendidas dentro de la 
autoritativa). Además, dicha ley autoritativa, por lo que 
materia no se encuentra sujeta a en el caso de la primera 
reserva absoluta   de   ley   y,   en disposición complementaria 
cuanto a los límites temporales, fue transitoria del D.L. 1421, la 
expedida dentro del plazo previsto prescripción no da merito a 
en la aludida Ley 30823 (p. 42). una exigencia. 
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Por lo que se refiere a la reserva de 
ley, ésta puede ser de dos tipos: 
absoluta o relativa, con base en su 
alcance. Así, es absoluta cuando la 
regulación de una materia sólo 
puede realizarse por una ley 
emitida por el legislador, ya 
federal, ya local. Por otra parte, es 
relativa cuando permite que se 
regule la materia tributaria por 
otras disposiciones normativas 
diferentes a la ley, siempre y 
cuando sea el legislador quién 
establezca, en forma expresa 
limitativamente, las directrices a 
las que deben ajustarse, es decir, 
debe existir una subordinación de 
las disposiciones secundarias a lo 
establecido en la norma emanada 
del Poder Legislativo. 
Para el autor el principio de 
legalidad o reserva de ley, 
puede tener dos ámbitos 
tanto absoluto o relativo, es 
decir en la reserva 
absoluta, necesariamente 
deberá encontrase la 
totalidad de la materia 
regulada en la ley, mientras 
que la reserva relativa 
consiste en determinar las 
directrices a seguir, más no 
fijar de manera detallada el 
desarrollo de estas, es 
decir, que las disposiciones 
al emitirse se ciñan bajo los 
parámetros establecidos. 
Se menciona que el 
principio de legalidad o 
reserva de ley no en todos 
los casos es absoluta, será 
así solamente cuando la 
regulación de una 
materia deba 
necesariamente estar 
comprendida en la ley, sin 
embargo, la reserva de 
ley relativa en materia 
tributaria, solo exige al 
legislador que de forma 
expresa y limitativa 
establezca las directrices 
que se deberán seguir al 
momento de emitir una 
disposición. 
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En el presente caso se verifica 
que la disposición cuestionada 
se refiere expresamente el 
inciso 7 del artículo 44 del 
Código Tributario; en segundo 
lugar, la norma cuestionada 
establece o fija, sin lugar a 
dudas, la interpretación que, 
desde su entrada en vigencia, 
debió atribuirse al aludido 
inciso 7 del artículo 44 del 
Código Tributario, lo que se 
encontraba justificado por la 
existencia de la Resolución 
09789-4-2017, de fecha 7 de 
noviembre de 2017 que, 
erróneamente, estableció un 
precedente de observancia 
obligatoria contrario a lo 
establecido  en el 
ordenamiento jurídico. 
Además, se verifica también 
que la disposición cuestionada 
no añade un contenido 
extraño, ajeno o que no 
estuviese previamente 
previsto en el mencionado 
inciso 7 del artículo 44 del 
Código Tributario (p. 59). 
La PDCT del D.L. 1421 es 
una norma interpretativa, 
al mencionar textualmente 
en su disposición al inciso 7 
del artículo 44 que 
incorpora el D.L. 1113 al 
TUO del CT, de tal manera 
que, fija una interpretación 
contraria a la emitida por el 
Tribunal Fiscal, el cual 
estableció que D.L. 1113 no 
era aplicable a cómputos de 
prescripción iniciados antes 
de la entrada en vigencia de 
dicha normativa, sin 
embargo la PDCT precisa 
que el D.L. 1113 sí es 
aplicable, en el caso de 
deudas que se encuentren 
pendientes de la 
notificación de la 
Resolución de 
Determinación o Multa,
asimismo, la PDCT no 
innova en el ordenamiento 
jurídico. 
La PDCT del D.L. 1421 es 
una norma interpretativa, 
que busca darle un 
sentido al inciso 7 del 
artículo 44 que incorporo 
el D.L. 1113, a raíz de que 
el Tribunal Fiscal emitió 
como precedente 
observancia obligatoria 
que el D.L. 1113 no podía 
ser aplicado a cómputos 
de prescripción iniciados 
antes de que esta 
normativa entrara en 
vigencia, en tal sentido, 
esta  disposición 
interpreta su aplicación y 
no innova en el 
ordenamiento jurídico. 
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Cores, R. y 
Bardales, P. (2006). 
Breves Notas en 





Sociedad. N° 27, 27 
– 47.
La posibilidad del ciudadano de 
calcular (previsibilidad) los efectos 
de sus actos son incompatible con 
la existencia de normas cuya 
validez se extienda a conductas o 
supuestos anteriores a su 
promulgación, por la sencilla razón 
de que al momento de realizar 
estas conductas resultaría 
imposible conocer el contenido de 
futuras leyes. Así, la retroactividad 
de las leyes es incompatible con la 
exigencia de previsibilidad del 
ordenamiento, pues ésta se 
cumple sólo si las disposiciones 
legales actúan a futuro. (p.43). 
En este orden de ideas, siempre 
que exista una real ley 
interpretativa, su aplicación hacia 
atrás estará permitida, 
atendiendo a su carácter 
meramente declarativo y a la 
ausencia de innovación en el 
sistema legal. En cambio, si la ley 
no interpreta ni aclara el sentido 
de una ley anterior, sino que la 
dota de nuevo contenido, 
entonces, estaremos frente a una 
aplicación retroactiva, proscrita 
por nuestro ordenamiento 
conforme a lo expuesto en el 
numeral anterior (p.44). 
El principio de 
irretroactividad en 
materia tributaria, dota 
de certeza y seguridad a 
los  ciudadanos   de 
prever la aplicación de 
las normativas, sin que 
las normas posteriores 
puedan afectar o alterar 
los hechos   que    se 
produjeron antes de su 
entrada en vigencia. En 
ese sentido, las leyes 
interpretativas 
posteriores,   si   bien 
tienen una aplicación 
retroactiva, debe 
entenderse  que  su 
aplicación será a partir 
de la ley interpretada, es 
así que deberá limitarse 
a ser declarativa y sin 
innovación,       sin 
incorporar un nuevo 
contenido a la norma 
interpretada. 
El principio de 
irretroactividad en 
materia tributaria, 
destaca por tener la 
finalidad de no afectar la 
seguridad jurídica, es así 
que las leyes o 
disposiciones que se 
emitan deben ser 
aplicadas a futuro y no 
hacia atrás. Sin embargo, 
en los casos en los que se 
trate de una ley 
interpretativa estará 
permitida su aplicación 
retroactiva, limitándose a 
un carácter netamente 
declarativo y sin 
innovación, en cambio si 
la ley interpretativa lo que 
hace es dotar de un nuevo 
contenido a la norma 
interpretada, estaremos 
frente a una aplicación 
retroactiva. 
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Universidad Pompeu 
Fabra]. Repositorio 
Tesis Doctorals Xarxa 
El fundamento de esta regla general de 
retroactividad de las disposiciones 
interpretativas o aclaratorias se 
encuentra en su carácter meramente 
declarativo del significado de una norma 
anterior, y no innovador (“is qui declarat 
nihil novi dat”). De ahí que se afirme que 
la norma interpretativa queda 
incorporada a la norma interpretada, 
formando ambas una unidad; de forma 
que el inicio de aplicabilidad de la 
primera debe hacerse en todo caso 
coincidir con el inicio de aplicabilidad de 
la norma interpretada. Por carecer de 
efectos innovadores o constitutivos, esta 
retroacción de la aplicabilidad de la 
disposición interpretativa se ha calificado 
como “retroactividad aparente”. En la 
actualidad, en cambio, se mantiene 
simplemente que este efecto retroactivo 
es “natural”, consustancial al carácter o 
naturaleza de la disposición 
interpretativa (p. 203). 
Uno de los principales problemas que se 
plantean en este punto es la práctica 
abusiva, tanto por el Legislador como por 
el titular de la potestad reglamentaria, 
consistente en calificar formalmente una 
disposición como “interpretativa”, sin 
que la misma tenga tal carácter, con el fin 
de que sea aplicada retroactivamente 
(soslayando de este modo las posibles 
objeciones y límites derivados del 
principio de irretroactividad) (p.205). 
Ciertamente el principio de 
irretroactividad evita que se 
aplique de manera retroactiva 
leyes a situaciones surgidas 
con anterioridad, sin embargo, 
cuando se emite una ley con la 
finalidad de interpretar una 
ley anterior, esta tiene un 
efecto retroactivo, sin que ello 
implique un perjuicio para los 
hechos que se consumaron 
con anterioridad, es decir, la 
norma interpretativa y la 
norma interpretada forman 
una unidad, el inicio de la 
aplicabilidad de la primera 
coincide con el inicio de 
aplicabilidad de norma 
interpretada, es por ello, que 
la norma interpretativa no 
puede exceder su alcance, ya 
que de ser así, estaríamos ante 
una norma retroactiva que 
finalmente vulneraria le 
principio de irretroactividad. 
El  principio  de 
irretroactividad 
establece los límites 
de aplicación de una 
norma en el tiempo, 
es así que, cuando se 
trate de una norma 
interpretativa  esta 
debe    ajustarse   al 
tiempo en que entró 
en vigencia la norma 
interpretada, ya que 
no innova en   el 
ordenamiento 
jurídico, sin embargo, 
si se aplica antes de 
su   entrada  en 
vigencia, estaremos 
ante una norma que 
vulnera el principio 
de irretroactividad. 
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